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Teniendo en cuenta la postura asumida por la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia en sentencia del 25 de agosto de 2010, dentro del radicado 
número 32694, al resolver el recurso extraordinario de casación, relacionado con un 
caso trágico en el que perdieron la vida dos personas ocupantes de un vehículo, a 
raíz de la conducta imprudente3 asumida por el conductor de otro rodante, quien 
realizaba dicha actividad peligrosa con sus funciones psicosomáticas4 alteradas 
producto de la grave ingesta de alcohol y marihuana, el legislador consideró que la 
conducta punible de homicidio culposo descrita en el artículo 1095 del Código Penal 
agravado por el numeral 1 del canon 110 in fine6, no era constitutiva de un evento 
de culpa con representación, era de un suceso de previsión y aceptación donde la 
producción del resultado típico fue librado al azar por el agente, abriéndose un 
espacio para la discusión entre quienes consideran que la aplicación de esta última 
figura es acertada en dichos contextos, y aquellos que estiman que se actualiza la 
culpa consciente.  
 
Con el firme convencimiento que, en el delito de homicidio cometido bajo tales 
circunstancias, contrario al concluido por el Tribunal de Casación en cita, no reúne 
los presupuestos para la estructuración del dolo eventual, este se adecua a la 
                                                          
3 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL. Sentencia 32694 (25 de agosto de 2010) 
[M.P. José Leónidas Bustos Martínez] “De acuerdo a los hechos jurídicamente relevantes descritos en la 
providencia en cita, el acusado se desplazaba a alta velocidad y no obedeció la luz roja del semáforo que le 
imponía detener su marcha”  
4 Diccionario de Medicina, facultad de medicina de la universidad de Navarra, editorial Espasa, Madrid, España, 
año 2001, pág. 1017. “Término genérico para definir la existencia de alteraciones o síntomas físicos que, 
después de las oportunas exploraciones clínicas y analíticas, resultan tener su origen en procesos o cuadros 
de tipo psíquico” 
5 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 599 de 2000. Código Penal. (24 de julio de 2000) 
Artículo 109. Capitulo II. “El que por culpa matare a otro, incurrirá en prisión de dos (2) a seis (6) años y multa 
de veinte (20) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes. Cuando la conducta culposa sea 
cometida utilizando medios motorizados o arma de fuego, se impondrá igualmente la privación del derecho a 
conducir vehículos automotores y motocicletas y la de privación del derecho a la tenencia y porte de arma, 
respectivamente, de tres (3) a cinco (5) años” 
6 Ibid. Artículo 110-1. “si al momento de cometer la conducta el agente se encontraba bajo el influjo de bebida 
embriagante o droga o sustancia que produzca dependencia física o psíquica y ello haya sido determinante 
para su ocurrencia, la pena se aumentará de la mitad al doble de la pena” 
 
 
tradicional figura de la culpa con representación, se asume el reto de explicar, desde 
otra perspectiva, las razones jurídicas del por qué en tales contextos fácticos debe 
prevalecer esta última. 
 
Sin embargo, en el curso de la investigación se identifica que la confrontación de 
las formas extremas de culpabilidad en el caso concreto, no pueden abordarse sin 
inicialmente efectuarse un breve marco histórico, sobre la concepción típica de los 
acotados delitos imprudente y doloso en los Códigos Penales Colombianos, 
expedidos través de la Ley 95 de 19367, Ley 100 de 19808 y Ley 599 de 20009, 
respectivamente, para posteriormente precisar tanto las fronteras conceptuales 
correspondientes, de aquellas a partir de las ofrecidas por tratadistas patrios y 
foráneos, como contextualizar el tratamiento dado en otros países –Chile, Argentina 
y España- al delito en estudio, exponiendo los fundamentos sobre los cuales, gravita 
la concepción de la configuración de la culpa con representación, y no el dolo 
eventual en la acción delictiva imprudente realizada en las especiales circunstancias 
que se examinan en la citada sentencia de casación.  
 
Las especies que integran la categoría dogmática de la culpabilidad, la norma penal 
vigente exige10, dos requisitos para la concurrencia del dolo eventual: que el sujeto 
se represente como probable la producción del resultado antijurídico, y que deje su 
producción librada al azar; y para la culpa con representación de dos presupuestos: 
i) habiéndolo previsto, ii) confió en poder evitarlo. 
 
Bajo este contexto, si bien es cierto, tales conceptos develan alguna similitud, para 
mencionar la más significativa, en ambos supuestos de hecho el agente presagia la 
posibilidad de la concreción del resultado, también lo es, que la diferencia más 
                                                          
7 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 95 de 1936. “Sobre Código Penal” (24 de abril de 
1936). Diario oficial número 23316. 
8 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 100 de 1980. “Por el cual se expide el nuevo Código 
Penal” (23 de enero de 1980). Diario Oficial número 35461. 
9 Ley 599 de 2000. Op. Cit. 
10 Ibid. Art.22 
 
 
importante entre una y otra no radica, como lo señaló la máxima autoridad en 
materia penal, “en la actitud que el sujeto agente asume frente a la representación 
de la probabilidad de realización de los elementos objetivos del tipo penal”11, sino 
tanto en la voluntariedad de querer llevar a cabo el criminoso proceder como en la 
aceptación del resultado, al igual que en la precedencia generalmente de una acción 
riesgosa, capaz de vulnerar un bien jurídico protegido por el legislador que sirva 
como fuente de desencadenamiento al dolo eventual.  
 
Elementos que, se consideran no confluyen en la culpa consciente, y sí en el dolo 
eventual, como la define el maestro Reyes Echandía:  
 
“La previsión de un resultado antijurídico, ligado solo eventualmente a otro 
inequívocamente querido, no detiene al agente en la realización de su propósito 
inicial”12 
 
Lo cual descarta que el homicidio culposo pueda adecuarse en la última, dada 
precisamente la ausencia de tales presupuestos por la naturaleza dogmática de 
dicho reato. Planteando el siguiente problema de investigación: ¿El homicidio 
culposo constituye un evento de dolo eventual o culpa consciente? Para dilucidarlo 
se ofrecen estos puntuales argumentos:  
 
1. La culpa con representación, se configura en aquellos casos donde el agente 
omite el deber objetivo de cuidado exigible en el desarrollo de la actividad peligrosa, 
permitida por el legislador, por cuanto, haber representado el resultado típico confía 
indebidamente en poder evitarlo13, lo cual devela que desde el inicio de la acción 
éste carece de voluntariedad para de transformar el mundo fenomenológico.  
 
                                                          
11 Sentencia 32694 de 2010. Op. Cit. 
12 REYES ECHANDÍA, Alfonso. Derecho penal. Bogotá: Editorial Temis, 2017.10ª. Ed. ISBN: 978-9583511301 
13 Ibid. p.226 
 
 
2. El dolo eventual no aplica en el delito imprudente, en la medida que el agente 
conoce el resultado dañoso, pero no hace nada por impedirlo dado que lo acepta, 
pese haberlo dejado librado al azar. 
 
3. Los factores externos del proceso, no pueden influir en la determinación de 
aplicar el dolo eventual, en un evento de culpa consciente, y mucho menos si se 
trata de justificar la imposición de una sanción “ejemplarizante”.  
 
En tales condiciones, esta investigación agrupa dos aspectos trascendentales, por 
una parte, el análisis dogmático de las formas de culpabilidad en cuestión 
direccionada a establecer sus límites conceptuales basados en sus diferencias; y 
por el otro, los fundamentos que imposibilitarían configurar un resultado con 
previsión el como un evento propio del dolo eventual. Así las cosas, los objetivos 
específicos de esta investigación son:  
 
 Establecer que la culpa con representación resulta acertada, desde el punto 
de vista de los principios y garantías que integran el derecho penal, frente al 
resultado típico objeto de estudio.   
 
 Determinar que el dolo eventual conceptualmente no tiene cabida en el reato 
de connotación culposa materia de análisis.  
 
 Establecer que los criterios ofrecidos por la Corte para considerar la conducta 
punible en cuestión – homicidio culposo- como un evento de dolo eventual, también 
atiende claramente a otros factores ajenos al contexto en el cual se desarrolló el 
marco fáctico de la acusación, entre ellos, la presión mediática.  
 
 Determinar que las formas de culpabilidad en cita, presentan características 
que, aunque las asimilan, como el conocimiento del resultado, también develan 




Los cuatro objetivos específicos en referencia, se relacionan intrínsecamente con 
los capítulos de la investigación, por cuanto el primero está dedicado a un breve 
marco histórico sobre la adecuación típica dada por el legislador Colombiano al 
homicidio culposo, en tanto que los restantes, se acoplan de manera armónica de 
cara a conocer el tratamiento dado por otros países – Chile, Argentina, y España - 
respecto de dicho delito imprudente, así como a establecer diferencias conceptuales 
entre tales formas de culpabilidad y los fundamentos sobre los cuales se edifica la 
inconformidad de aplicar el dolo eventual en una conducta imprudente, dada la no 
aceptación del resultado por parte del agente en este último evento.   
 
El tipo de investigación corresponde a una básica jurídica, en tanto su objetivo lo 
integra la norma jurídica y la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, relacionada específicamente con el dolo eventual y la culpa 
consciente. En esa dirección se utilizan principalmente tanto la norma penal vigente 
como la decisión del referido Tribunal de Casación, al igual que la posición de 
diversos doctrinantes que han hecho su valioso aporte al tema en cuestión.  
 
Esta investigación busca estudiar y analizar los diferentes criterios teóricos y 
jurídicos, relacionadas con las mencionadas formas de culpabilidad, ofreciendo una 
visión crítica conceptual distinta a la aplicada en su momento por el órgano de cierre 
jurisdiccional en materia penal, bajo la consigna de que el dolo eventual contrasta 
con la economía típica del delito imprudente.  
 
Uno de los propósitos es que la postura argumentativa planteada sirva para 
enriquecer la discusión académica sobre el tema y, sobre todo, se convierta en una 
herramienta para aquellos que mantienen intacta su expectativa de que la Corte 
retorne el cauce de la culpa con representación en los delitos imprudentes, tal como 
el Magistrado disidente Sigifredo Espinosa Pérez en su salvamento de voto, frente 




“Llegará el día, espero, en que reposados los ánimos y vistas las enormes 
consecuencias de lo que ahora se postula por mayoría, la Sala recoja su criterio 
para que las aguas retornen a su cauce, pues, para finalizar, por mucho que se 
afine la retórica o se apele a teorías doctrinarias en ocasiones incompatibles entre 
sí, la culpa es culpa y el dolo es dolo”14  
 
  
                                                          





En Colombia la jurisprudencia tradicionalmente había tratado el homicidio culposo 
como un evento de culpa con representación; sin embargo, por medio de sentencia 
del 25 de agosto de 2010, con radicado número 32694, la Sala de Casación Penal 
de la Corte Suprema de Justicia, definió que: 
 
“Si el tribunal acertó al ubicar la conducta del procesado dentro del marco del 
dolo eventual como modalidad del tipo subjetivo, o si esta decisión es 
equivocada, y la categoría llamada a regular el caso es la culpa consciente o con 
representación”15 
 
Se esta manera consideró que, se adecuaba a la hipótesis, del dolo eventual, con 
lo cual varió su sólida doctrina predicable en estos casos, cimentado por el aludido 
órgano de cierre jurisdiccional, en lo sustancial, a una serie de circunstancias 
acaecidas dentro del contexto fáctico en que se desencadenó el resultado fatal, 
entre ellas, los antecedentes como conductor del agente, su irresponsable decisión 
de conducir en estado de embriaguez, la omisión de las normas de tránsito, que 
implicaron la supuesta aceptación anticipada, del agente de la probable producción 
del trágico suceso dejándolo librado al azar. 
 
Bajo este contexto, la finalidad de la investigación es demostrar que dicha solución 
desconectó la dogmática de ambas formas de culpabilidad en cuestión, que resulta 
en el delito imprudente excluyentes entre sí, igualmente, develó la usurpación de la 
reserva legal atribuida al legislador, básicamente porque modificó la dogmática 
jurídica para sancionar un comportamiento con mayor severidad, acudiendo a la 
presunción de la voluntariedad, al basarse la configuración del dolo eventual en la 




sumatoria de factores concurrentes en la producción del resultado que, como bien 
lo indicara Magiore16, corresponde a un vestigio del materialismo jurídico. 
  
Cabe aquí, por su particular importancia para el tema, evocar lo dicho por 
Carrasquilla17, quien analiza:  
 
“La polémica más fuerte sobre la particular gira en este momento en torno a la 
tesis de JAKOBS de que la dogmática es descriptiva o valorativamente neutral, 
de modo que el dogmático no se compromete con los objetos que describe. Muy 
citado es al respecto el pasaje en que dicho pensador expone que su concepto 
funcional de culpabilidad- o culpabilidad ajustada a fines sociales- no 
instrumentaliza a nadie (es decir, no lo sacrifica en aras de intereses colectivos), 
sino que la culpabilidad ha instrumentalizado siempre, (en todos los tiempos ha 
servido para lo mismo, esto es, para seleccionar culpables e imponerles penas 
preventivas). Realmente, una culpabilidad puramente normativa, sin basamento 
sustancial en la sique del autor y asiento en la libertad de su voluntad de acción, 
solo puede tener ese papel selector y presuntamente auto-justificativo de la 
punibilidad”18.  
 
No se discute la gravedad que comporta en la práctica la ejecución de este tipo de 
comportamientos delictivos –homicidio culposo agravado por la embriaguez, 
máxime si el resultado compromete la vida humana, empero, las circunstancias que 
se tuvieron en cuenta para optar por el dolo eventual –sumatoria de factores-, bien 
pudieron tenerse en cuenta en el proceso de individualización de la sanción 
predicable de la culpa con representación sin necesidad de traspasar la línea 
fronteriza conceptual que divide la primera de esta última, en tanto, más parece, 
como bien lo afirmó el Magistrado Espinoza Pérez, tal decisión atendió a la 
                                                          
16 MAGGIORE, Giuseppe. Derecho penal. Bogotá: Editorial Temis, 1954. Tomo I: El Derecho Penal. 
17 FERNÁNDEZ CARRASQUILLA, Juan. Delito y Error. Bogotá: Editorial Leyer, 2007. 2ª. Ed. ISBN: 978-958-
749-167-8 
18 Ibíd. 57.  
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respuesta producida por la presión mediática ejercida por el entonces tema de 
moda, sin lugar a duda, alejada y en contravía del contenido de una verdadera 
política criminal.  
 
En ese orden, el primer capítulo de la investigación, a manera de ilustración, está 
circunscrito a un breve resumen de los hechos y antecedentes procesales que 
integra la sentencia que se analizará –radicado 32.964-, una reseña histórica de la 
culpa con representación y el dolo eventual en la Legislación Penal colombiana, 
como al tratamiento jurídico penal dado al delito imprudente, puntualmente, en 
países como Chile19, Argentina20 y España21.  
 
De esta manera se contextualizan las definiciones, dadas por el legislador a dichas 
modalidades de culpabilidad en el orden interno desde las legislaciones de 1936 a 
la fecha; y el último, necesario para extraer conclusiones frente a la posición 
asumida por la máxima autoridad en materia penal sobre el tema.  
 
El segundo capítulo, en lo sustancial, lo integra la posición personal frente al delito 
imprudente como un evento de culpa con representación, y no como dolo eventual, 
ello, en principio, a partir de la explicación de las diferencias dogmáticas de ambas 
especies de culpabilidad, para finalmente abordar lo relativo al elemento volitivo y 
la existencia, de una fuente de riesgo antijurídico que precede al dolo eventual como 
elementos esenciales para la configuración de este último de cara a justificar, bajo 
esa égida, por qué debe retomarse el sendero de la firme doctrina que 
tradicionalmente había imperado en Colombia en materia de culpa consciente en 
homicidios en accidentes de tránsito.  
                                                          
19 CENTRO DE JUSTICIA DE LAS AMÉRICAS. Fiscalía Nacional, Ministerio Público. Reforma procesal penal: 
visión general de su instalación, funcionamiento y desafíos actuales, desde la perspectiva del ministerio de 
justicia. Santiago de Chile: Imprenta Salesianos S. A. 2005 
20 CENTRO DE INFORMACIÓN JUDICIAL. Condenan a 16 años de prisión a un conductor por el homicidio de 
dos personas,[En línea] Disponible en: < https://bit.ly/2Hu5zmi > [Consultado el 20/03/2019] 





1. ANTECEDENTES FÁCTICOS Y PROCESALES DE LA SENTENCIA CON 
RADICADO NÚMERO 32694, DEL 25 DE AGOSTO DE 2011. 
 
A continuación se compendian los hechos y la actuación procesal jurídicamente 
relevante, que la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en la 
decisión en cuestión22, desarrolló al abordar el estudio de la demanda de casación 
presentada por el defensor de R.S.S.R, y al resolver la misma, de donde se 
extraerán los fundamentos sobre los cuales dicha Corporación determinó que el 
resultado fatídico provocado por el implicado en cita en un accidente de tránsito, 
cuando realizaba esa actividad peligrosa permitida por el legislador bajo el influjo de 
bebidas embriagantes y marihuana, así como desconociendo otros parámetros 
reglamentarios inherentes a la referida actividad, esto es, pasarse la luz roja del 
semáforo y exceder los límites de velocidad permitida en ese sector de la ciudad, 
actualiza un evento de dolo eventual y no de culpa con representación.  
 
Los antecedentes de la decisión en comento, se sintetizan de la siguiente manera:  
 
1. R.S.S.R., tras asistir a una celebración del natalicio de una amiga, donde 
ingirió considerable cantidad de licor –181 mililitros por ciento en sangre- y fumó un 
cigarrillo de marihuana23, se dispuso sobre las 4:00 de la madrugada a marcharse 
del lugar, conduciendo su vehículo, cuando transitaba por una importante avenida 
a exceso de velocidad, no atendió la luz roja de un semáforo colisionando contra 
otro rodante, causándole la muerte de manera inmediata a sus dos ocupantes.  
 
                                                          
22 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL. Sentencia 32694 (25 de agosto de 2010) 
[M.P. José Leónidas Bustos Martínez] 
23 De acuerdo a la Corte el resultado toxicológico practicado al justiciable arrojó positivo para cannabis.  
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2. El conocimiento del asunto le correspondió al Juzgado Veintidós Penal del 
Circuito de Bogotá, D.C. quien, luego de agotar las audiencias respectivas, condenó 
al acusado, como autor responsable del delito de homicidio culposo agravado, en 
concurso homogéneo, a las penas principales de treinta y dos (32) meses de prisión, 
y veintiocho (28) smlmv, al tiempo que lo absolvió por los cargos de Homicidio 
Doloso, decisión que fue impugnada por la Fiscalía.  
 
3. Al desatar la alzada La Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá D.C., 
modificó la sentencia recurrida y condenó al inculpado en la modalidad de dolo 
eventual por las dos conductas punibles concursales y, como consecuencia de ello, 
le impuso doscientos veinte (220) meses de prisión, fallo contra el cual el defensor 
del inculpado presentó recurso extraordinario de casación.  
 
4. Al resolver el asunto la Sala de Decisión Penal del Corte Suprema de Justicia 
no casó la sentencia por cinco esenciales razones que se compendian como sigue:  
 
 Luego de traer a colación tanto las definiciones de diversas modalidades de 
dolo (directo, de segundo grado y eventual), como las teorías de la voluntad o del 
consentimiento y de la probabilidad o de la representación, consideró que el 
Tribunal, al contrastar las pruebas de cargo obrantes en autos con tales categorías 
de responsabilidad, advirtió acertadamente la estructuración del dolo eventual.  
 
 La tesis “de habituación al riesgo” propuesta por la defensa, relacionada con 
que el día y la hora del trágico accidente “lo más seguro es que nadie piense en la 
posibilidad de aparición de otro automotor”24, por lo que el inculpado adecuó “su 
comportamiento a una creencia y unos hábitos generalizados”25, no es posible 
aplicarla porque, de un lado, los registros fílmicos del sector demostraron que ex 
ante a los hechos hubo constante tráfico vehicular por la zona; y del otro, dicha 
                                                          




teoría opera “cuando se está frente a situaciones socializadas o masivas de 
acostumbramiento, no cuando la habituación es sólo de quien conduce, o de grupos 
menores que creen que las vías son de su uso exclusivo”26. 
 
 El juez plural de segunda instancia no declaró responsable al incriminado a 
título de dolo eventual “por lo que es y no por lo hizo”27, pues para sostener un 
desacierto de tales características, se requiere que se tuvieran en cuenta medios 
cognitivos que no podrían apreciarse al no haber sido incorporados en debida forma, 
lo cual no ocurrió.  
 
 El juez de segundo nivel no basó su decisión modificatoria de culpabilidad en 
el comportamiento peligroso del enjuiciado momentos antes del fatídico desenlace, 
dado que se mostró indiferente ante la presencia de otro rodante que “estuvo frente 
a frente con la camioneta del procesado”28, estimando que se trataba de una 
circunstancia adicional de advertencia al semáforo que se encontraba en rojo: 
 
“y a pesar de haber recibido estos dos mensajes que lo notificaban de la 
proximidad concreta del peligro, continuó su marcha con total desprecio por los 
bienes jurídicos que finalmente terminó lesionando”29  
 
 El censor pareciera entender, que el dolo eventual solo es posible imputarlo, 
como modalidad subjetiva, cuando el sujeto actúa con vocación suicida, máxime si, 
en últimas, solo es suficiente para la estructuración de la aludida forma de 
responsabilidad la demostración de la representación del peligro para los bienes 
jurídicos de terceros, tal cual aconteció en este evento.  
 
                                                          
26 Ibid. 
27 Ibid. 




 El dolo eventual debe darse en el plano de lo concreto, pues si: “el 
conocimiento de la probabilidad de producción se queda en el ámbito de lo 
puramente abstracto, la imputación subjetiva solo podrá hacerse a título de culpa”30 
 
Siendo en este caso específico, se identifican múltiples los elementos persuasivos 
que develan el mayor grado de contenido de la situación concreta de peligro creada 
por el enjuiciado, por ejemplo, i) conducir bajo los efectos del alcohol o sustancia 
estupefaciente, ii) el desbordamiento de la velocidades reglamentarias permitidas, 
iii) no respetar la luz roja del semáforo, iv) sus conocimientos especiales relativos a 
la conducción de vehículos automotores como su profesión de piloto, v) los controles 
policiales que periódicamente se realizan para evitar el conducir bajo efectos del 
alcohol o sustancias prohibidas, y vi) las continuas campañas de cultura ciudadana 
















                                                          
30 Ibid. Fl.57. 
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1.1. MARCO HISTÓRICO 
 
Se realiza una breve reseña histórica del delito imprudente, y el dolo eventual en 
Colombia, de cuyos referentes se obtendrá una mejor visión y perspectiva, de cómo 
el legislador a través de los tiempos, ha dado manejo a este fenómeno delictivo en 
procura de materializar la política criminal del Estado, además, por razones de 
propedéutica, sirve de fundamento para contextualizar y armonizar los 
subsiguientes ejes temáticos de la presente investigación.  
 
1.1.1. Ley 95 de 1936  
 
El Catálogo Sustantivo Represor creado con la disposición ut supra en su artículo 
11 definía que: “Todo el que incurra en una infracción prevista por la ley penal es 
responsable, salvo los casos expresamente exceptuados en este Código. Se 
infringe la ley penal por acción u omisión” 31, en tanto que en el canon 12 
especificaba sobre las infracciones intencionales y culposas lo siguiente:  
 
“Las infracciones cometidas por personas que gocen de normalidad psíquica son 
intencionales o culposas. Hay culpa cuando el agente no previó los efectos 
nocivos de su acto habiendo podido preverlos, o cuando a pesar de haberlos 
previsto, confió imprudentemente poderlos evitar”32 
 
Por su parte, el actuar en estado de embriaguez configuraba una circunstancia de 
mayor o menor peligrosidad, por supuesto, dependiendo del contexto de la 
situación, pues el numeral 14 del artículo 37 frente a lo primero señalaba: “En las 
culpas, el haberse ocasionado el daño en circunstancias que lo hacían muy 
probable o fácilmente previsible”; mientras a lo último el numeral 5 del canon 38 
                                                          




informaba: “La embriaguez voluntaria, cuando el agente no haya podido prever sus 
consecuencias delictuosas”  
  
En cuanto al dolo eventual, se puede considerar que éste hacía parte de las 
circunstancias de mayor peligrosidad, a partir de una interpretación del numeral 13 
del citado artículo 37 el cual preceptuaba: 
 
“Perjudicar u ofender con una misma acción, y no por mero accidente, a más de 
una persona”; además, como descripción típica del homicidio culposo en el 
artículo 371 se indicaba: “El que causa por culpa la muerte de otro, incurre en 
prisión de uno a seis años, multa de quinientos a cinco mil pesos y privación del 
ejercicio del arte, profesión u oficio en que se ocasionó la muerte, hasta por cinco 
años” 
  
Desde tales referentes objetivos, surge evidente que aún el legislador no avizoraba 
concretamente como forma de culpabilidad el dolo eventual, igualmente, tampoco 
contemplaba el estado de embriaguez como causal de agravación punitiva del 
homicidio culposo, aunque, nótese, que si estaba prevista como circunstancia de 
mayor o menor peligrosidad. Frente a esto último, es dable efectuar dos precisiones:  
 
En primer lugar, es posible que el escaso tráfico vehicular de aquella época no 
creara la necesidad del legislador de intensificar la punibilidad en casos en que el 
conductor maniobraba un automotor bajo esas especiales circunstancias, aunque 
no se descarta que ante un contexto fáctico de tal naturaleza, no se le pudiera 
endilgar al sujeto activo una circunstancia de mayor peligrosidad, precisamente 
como la descrita en el numeral 14 del artículo 3733, en la medida que el resultado 
bajo el influjo de alcohol “lo hacían muy probable o fácilmente previsible”34, la cual 





incidiría en el quantum de la sanción imponible, dentro de los criterios y límites 
señalados en la Ley Penal. 
 
En segundo término, la embriaguez voluntaria no constituía una causal de 
irresponsabilidad o de justificación del hecho punible, sin embargo, sí incidía 
favorablemente en el monto de la sanción a imponer dado que se trataba de una 
circunstancia de menor peligrosidad, luego no puede perderse de vista que en 
cualquiera de las hipótesis en referencia, desde esa data, el legislador daba 
destellos sobre el inicio de la tradición jurídica, respecto de la aplicación de la culpa 
con representación en el homicidio culposo cuando confluía la embriaguez del actor.  
 
Obsérvese que, se infiere razonablemente que al consagrar en el numeral 13 del 
artículo 37 Ejusdem, con una misma acción se perjudicara u ofendiera, no por mero 
accidente, a más personas35, desligó claramente el azar del resultado de la 
representación que hace el agente de la consecuencia dañina, el cual confía 
imprudentemente en poder evitarla. 
 
1.1.2. Decreto Ley 100 de 1980 
 
Esta legislación define el hecho punible como una conducta “típica, antijurídica y 
culpable”, al igual que describía que “para que una conducta típica y antijurídica sea 
punible debe realizarse con culpabilidad. Queda proscrita toda forma de 
responsabilidad objetiva”36, además precisaba la culpa […] “cuando el agente 
realiza el hecho punible por falta de previsión del resultado previsible o cuando 
habiéndolo previsto, confió en poder evitarlo” y el dolo “cuando el agente conoce el 
hecho punible y quiere su realización, lo mismo cuando la acepta previéndola al 
menos como posible” 
 
                                                          
35 Ibid. 
36 Ley 100 de 1980. Op. cit. 
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Ahora, en su artículo 229 tipificaba el homicidio culposo, con la siguiente sanción:  
 
“El que por culpa matare a otro, incurrirá en prisión de dos a seis años, y en multa 
de un mil a diez mil pesos y suspensión de uno (1) a cinco (5) años en el ejercicio 
de la profesión, arte u oficio” 
 
Y consagró en el numeral 1 del canon 330 como circunstancia específica de 
agravación punitiva de dicha conducta delictiva “Si al momento de cometer el hecho 
el agente se encontraba bajo el influjo de bebida embriagante o de droga o sustancia 
que produzca dependencia física o síquica”. 
 
Bajo este contexto normativo, se pueden advertir dos aspectos novedosos 
relevantes claramente evidenciables:  
 
i. Aunque se mantuvo, en esencia, la definición de la culpa en sus dos 
modalidades, consciente e inconsciente, surgió un acontecimiento dogmático 
importante relacionado con la posibilidad de la estructuración del dolo eventual 
cuando el agente “conoce el hecho punible y quiere su realización, lo mismo 
cuando la acepta previéndola al menos como posible”37 
 
ii. Se creó como causal específica de intensificación punitiva para el homicidio 
culposo, la embriaguez del agente, dejando claras las fronteras dogmáticas con el 
dolo eventual, pues el legislador ubicó ambas formas de culpabilidad en extremos 
opuestos de la voluntad, es decir, mientras en el último se exige que el agente 
acepta el resultado al dejarlo librado al azar, en la culpa se confía en poder evitarlo, 
es decir, no lo acepta.  
 




Sobre esto último, la máxima autoridad en materia penal en un caso ocurrido el 15 
de diciembre de 1994 – en vigencia del Decreto Ley 100 de 1980-, el procesado fue 
condenado por el delito de homicidio doloso (eventual), de acuerdo a los hechos 
porque: 
 
“El semáforo estaba en rojo, continuó apresuradamente la marcha y atropelló 
entonces la motocicleta maniobrada por el señor […], quien murió cuando 
gravemente herido era trasladado a un centro asistencial. El conductor del 
autobús se propuso alejarse del lugar, más adelante hizo evacuar a los pasajeros, 
pero gracias a la interposición solidaria de algunos taxistas, aquél fue capturado 
por la policía y se determinó posteriormente que en la ocasión estaba bajo los 
efectos de la embriaguez producida por el alcohol y la marihuana38, y pese a no 
causar el fallo confutado, indicó: […] la reiteración de dicho comportamiento 
peligroso en el caso examinado, ahora acrecentado por la nota adicional y grave 
de la conducción voluntaria en estado de intoxicación producida por el alcohol y 
la droga, no sólo nutre el conocimiento de un resultado antijurídico de gran 
probabilidad sino que también impulsa la voluntad, pues el actuar reiterado en 
tan lamentables condiciones, también sería evidencia de la desconsideración, el 
desprecio y la falta de respeto hacia la vida y la integridad de los demás” 39 
 
Luego, véase, el Tribunal de Casación basó su decisión en el “conocimiento" del 
conductor con relación al posible desencadenamiento del fatal resultado, y no en 
la aceptación del resultado previéndolo al menos como posible, como lo exigía el 
pluricitado Decreto Ley 100 de 1980 para la actualización del dolo eventual, lo cual 
se acerca a los fundamentos que se expondrán más adelante para justificar la 
existencia de la culpa consciente en el delito imprudente, principalmente por la 
                                                          
38 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA DE CASACIÓN PENAL. Sentencia 14355. (17 de agosto de 2000). 




ausencia de voluntariedad de la actor en la concreción de resultado y su no 
aceptación del mismo. 
 
1.1.3. Ley 599 de 2000 
 
Este Libro de las penas en su artículo 9 informa que para que la conducta sea 
punible “se requiere que sea típica, antijurídica y culpable. La causalidad por sí sola 
no basta para la imputación jurídica del resultado”. Igualmente, en el artículo 22 
señala que se actúa con dolo: 
 
“cuando el agente conoce los hechos constitutivos de la infracción penal y quiere 
su realización. También será dolosa la conducta cuando la realización de la 
infracción penal ha sido prevista como probable y su no producción se deja 
librada al azar”; en tanto que el artículo 23 define que la conducta es culposa 
“cuando el resultado típico es producto de la infracción al deber objetivo de 
cuidado y el agente debió haberlo previsto por ser previsible, o habiéndolo 
previsto, confió en poder evitarlo” 40 
 
Es notorio que el legislador, en contraste con el Código Penal analizado en acápite 
inmediatamente anterior, introdujo variaciones importantes al concepto de dolo 
eventual, dándole una definición más clara y diferenciándolo puntualmente del dolo 
directo. El tratadista Yezid Viveros Castellanos en la obra “Derecho Penal 
Casuístico”, sobre la diferencia entre uno y otro, indica:  
 
“La diferencia se presenta entre el dolo directo y el dolo eventual, estriba en que 
el primer caso existe una plena identidad entre la intención y el resultado querido 
por el agente, mientras que en el segundo el suceso puede o no ocurrir”41 
                                                          
40 Ley 599 de 2000. Op. Cit 





Asimismo, la redacción de la culpa sufrió un cambio significativo, pues el factor 
generador del resultado típico y antijurídico se modificó de “la falta de previsión” a 
“la falta al deber objetivo de cuidado”, de acuerdo a la Corte, refiere al elemento con 
el que se aspira a que con la observancia de las exigencias de cuidado disminuya 
al máximo los riesgos para los bienes jurídicos con el ejercicio de las actividades 
peligrosas, que es conocido como el riesgo permitido (en ámbitos como el tráfico, la 
medicina y el trabajo)42. 
 
La Corte Constitucional en sentencia de Constitucionalidad C-115 de 2008 sobre 
esta temática, refirió:  
 
“Dentro del desarrollo legislativo sobre la forma de tipificar y punir los delitos 
culposos, se dio un paso entre la culpa prevista en el Código Penal anterior 
(Decreto Ley 100 de 1980) y la contemplada en la Ley 599 de 2000, 
considerándose en la primera que el agente incurría en culpa cuando realizaba 
el hecho punible por falta de previsión del resultado previsible o cuando 
habiéndolo previsto confiaba en poder evitarlo, mientras que en el texto que 
ahora rige se acogió, además de la previsibilidad que se le exige al agente, la 
infracción al deber objetivo de cuidado. Esta nueva visión doctrinaria en materia 
punitiva adoptada por el legislador y decantada por la jurisprudencia, se satisface 
con la teoría de la imputación objetiva, según la cual un hecho causado por el 
agente le es jurídicamente atribuible a él si con su comportamiento ha creado un 
peligro para el objeto de la acción no abarcado por el riesgo permitido y dicho 
peligro se realiza en el resultado concreto”. 
 
                                                          
42CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL. Sentencia 19746. (28 de agosto de 2006). 
[M.P. Édgar Lombana Trujillo]. 
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Para Gómez Pavajeu43, uno de los avances más importante en la Ley 559 de 
2000, se produjo precisamente en el delito imprudente, dado que, en su sentir: 
 
“salvo algunas excepciones, la doctrina y la jurisprudencia de la Corte Suprema 
de Justicia han tenido un contacto mínimo con la teoría moderna del delito 
culposo; incluso considera que en este tema estábamos anclados en el 
naturalismo de los años 1900, y mucho más atrasados que la primera versión 
que sobre la dogmática jurídico penal existió y que se ha venido denominando 
como la dogmática clásica; esa profunda deuda con la que la dogmática cuenta 
en material del delito culposo, no es gratuita: en primer lugar porque si se revisa 
la teoría del delito en sus versiones dogmática clásica, dogmática neoclásica y 
dogmática finalista, especialmente, que son las que conocemos más en nuestro 
país, se puede colegir que toda su evolución y presentación estructural se hace 
sobre la base del delito doloso de acción y solo por excepción y tangencialmente, 
se toca la problemática del delito culposo y del delito de omisión”44 
 
Igualmente, se mantuvieron las dos especies de causación de dicho 
comportamiento dañino, esto es, consciente e inconsciente, que tradicionalmente 
desde la Ley 95 de 1936 se reconocen en nuestra legislación represora como 
formas de culpa. Por su trascendencia, vale recordar que la Sala de Casación Penal 
de la Corte Suprema de Justicia respecto de la diferencia entre culpa con 
representación y dolo eventual, señaló: 
 
“Si se tiene claridad a que la culpa con representación el actor es consciente del 
riesgo de los bienes tutelados, pero inútilmente procura evitar el resultado 
                                                          
43 GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo. Estudios de Dogmática en el Nuevo Código Penal, Bogotá: Grupo 
Editorial Ibáñez. 2004. ISBN: 9789588192017 
44 Ibíd. 217 y 218.  
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dañoso, y que en el dolo eventual el agente se representa el resultado punible 
pero no exterioriza una actitud orientada a impedirlo”45 
 
Ahora, la causal de agravación punitiva relativa a la embriaguez sufrió una 
evidente modificación, en tanto para su estructuración además de que el agente 
al momento del resultado se encuentre bajo esa circunstancia se exige que “ello 
haya sido determinante para su ocurrencia”, lo cual no acontecía en el Decreto 
Ley 100 de 1980, lo que en palabras de Corte Constitucional en la referida 
sentencia de Constitucionalidad C-115, consiste en que: 
 
“La sanción se presenta cuando por culpa del agente se produce un resultado 
(muerte o lesión, según el caso), que se agrava punitivamente por haber sido 
determinante para su ocurrencia el consumo de bebidas alcohólicas, drogas o 
sicotrópicos, que afectaron el funcionamiento de su organismo, particularmente 
en sus facultades de observación, control y reacción, sin que el sólo hecho de 
consumir esa clase de sustancias conlleve, por sí mismo, la comisión de un 
delito, y para tal efecto compete al operador judicial establecer, ex ante al acto 
imputado, si el consumo de esas sustancias fue determinante en la producción 
del riesgo, pues no es suficiente que el agente esté bajo su efecto al momento 
de cometer la conducta punible. Si no tiene relación con el resultado causado no 
hay lugar a la agravación de la pena” 
 
En lo atinente al quantum de la circunstancia de intensificación punitiva en cuestión, 
si bien se mantuvo inicialmente el porcentaje del Decreto Ley 100 de 1980, es decir, 
de una sexta parte a la mitad, posteriormente se modificó con la 1 Ley 1236 de 
                                                          
45 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL. Sentencia 17019. (27 de octubre de 
2004). [ M.P. Gustavo Enrique Malo Fernández].  
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200946 de la mitad al doble de la pena, y con el artículo 2 de la Ley 1696 de 201347 
se adicionó en numeral 6 que aumentó de las dos terceras partes al doble la pena 
principal y accesoria cuando el estado de embriaguez del actor supere el 1° de 
alcohol.  
 
En la multicitada sentencia de constitucionalidad C-115 de 2008, sobre la viabilidad 
del aumento en cita, se sostuvo:  
  
“Con la agravación de la pena no se tiene el propósito de formular un reproche 
a la persona por el hecho mismo del consumo, sino un aumento por la mayor 
censura que amerita no haber observado una conducta más cuidadosa, 
pudiendo obrar de otro modo y poseyendo actitud psicofísica para comprender 
el hecho, pero a pesar de ello incurrir voluntariamente en el comportamiento 
merecedor de reproche punitivo. Se pretende sancionar el mayor riesgo 
generado por el agente frente a derechos como la vida y la integridad personal 
de los demás” 
 
De otra parte, varios han sido los intentos legislativos por penalizar la conducción 
de vehículos bajo el influjo de alcohol, por ejemplo, en el informe al senado de 
ponencia para primer debate al proyecto de la ley 80 de 2012, a través del cual se 
modificarían, entre otros, el artículo 110 de la Ley 599 de 2000 y se creaba un nuevo 
título denominado “de las contravenciones en el Código Penal”, como medidas 
direccionadas a proteger la vida y la integridad personal, y fomentar la seguridad 
vial en el país. 
 
                                                          
46 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, Ley 1236 de 2009. “por medio del cual se modifican 
algunos artículos del Código Penal relativos a delitos de abuso sexual”. (17 de julio del 2009) Diario Oficial 
número 47.411 
47 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, Ley 1696 de 2013. "por medio de la cual se dictan 
disposiciones penales y administrativas para sancionar la conducción bajo el influjo del alcohol u otras 
sustancias psicoactivas”. (19 de diciembre del 2013). Diario Oficial número 49.009 
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En el acápite de constitucionalidad del referido proyecto, en lo sustancial, se expuso 
que existía la necesidad de legislar, dadas las graves circunstancias en las que los 
conductores han desplegado su comportamiento y afectado la seguridad en las 
vías, cuyas consecuencias, en el peor de los escenarios, ha desencadenado la 
ocurrencia de fatales, (para algunos mal llamados), accidentes de tránsito, 
cobrando la vida de miles de personas, precisamente por el grado de conciencia 
que el conductor asumió en el momento de tomar el volante y manejar un vehículo 
en graves circunstancias que afectan su capacidad para conducir, colocando en 
peligro bienes jurídicamente tutelados por el ordenamiento, principalmente la 
integridad personal y la vida de los demás ocupantes de la vía.    
 
En dicho proyecto de ley también se destacaba que con la mera conducción bajo 
el influjo de alcohol y/o sustancias psicotrópicas, se ponían por sí solo en peligro 
dichos bienes tutelados -véase como el legislador entendía en ese momento la 
necesidad de catalogar tales situaciones como fuentes de riesgo antijurídica, quizá 
para adecuar como mayor facilidad dogmática tales comportamientos al dolo 
eventual-, bajo el entendido que la conducción de vehículos automotores constituye 
una actividad de Alto Riesgo, es decir, a quienes la ejecuten les es exigible el 
mayor deber de cuidado, diligencia que permita evitar lo evitable, deber que impone 
conducir en óptimas condiciones físicas, esto es, sin el influjo de sustancias que 
puedan afectar o alterar la capacidad psicosomática del conductor al desarrollar 
esa actividad peligrosa permitida por el legislador. 
  
El artículo que penalizaría el conducir embriagado era del siguiente contenido y 
alcance:  
 
“Artículo 367C. De la seguridad vial y la conducción bajo el influjo del alcohol u 
otras sustancias psicotrópicas. El que condujere un vehículo automotor con 
presencia de alcohol en su organismo en una tasa igual o superior a 80 mg por 
decilitro en sangre, y/o sustancias psicotrópicas incurrirá, en prisión de uno (1) a 
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seis (6) meses, sin perjuicio de las sanciones administrativas a que haya lugar. 
Parágrafo. Si el agente se niega a someterse a la prueba destinada a comprobar 
el influjo de bebidas embriagantes o de sustancias psicotrópicas, este hecho será 
tomado como indicio grave en su contra” 
 
Se puede llegar a inferir que es probable que el legislador pretendía al darle 
autonomía al comportamiento de conducir bajo el influjo de alcohol o sustancias 
psicoactivas, no solo facilitar la aplicación de figuras de mayor connotación 
dogmática que permitieran traspasar la línea divisoria entre la culpa consiente y el 
dolo eventual, además, con base en esta última forma de culpabilidad, sancionar 
con severidad punitiva los resultados atentatorio de bienes jurídicos –integridad 
personal y la vida- producto de la ejecución de dicha acción riesgosa permitida 
legalmente.  
 
Posteriormente, el 22 de noviembre de 2014, se radicó ante la Secretaria General 
de la Cámara de Representantes el proyecto de ley número 031”48, donde se 
buscaba modificar el artículo 68A de la Ley 599 de 2000, recuérdese, para entonces 
recientemente reformado por la Ley 1709 del 20 de enero del mismo calendario, en 
relación a la exclusión de los beneficios de la suspensión condicional de la 
ejecución de la pena y la prisión domiciliaria a quienes hubiesen incurrido en el 
delito de homicidio –doloso o culposo- utilizando medios motorizados y bajo el 
influjo de bebida embriagante o drogas tóxicas, dentro de los cinco (5) años 
anteriores, así como tampoco se les concedería dichas prerrogativas a quienes 
hubieran sido condenados: 
 
“por delito culposo de lesiones personales u homicidio, cometido utilizando 
medios motorizados y bajo el influjo de bebida embriagante o drogas tóxicas, 
                                                          
48 Iniciativa parlamentaria presentada por los representantes Carlos Eduardo Guevara, Guillermina Bravo 
Montaña y Ana Paola Agudelo. 
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estupefacientes o sustancias psicotrópicas o que produzcan dependencia física 
o psíquica” 
 
Así, por su particular importancia para el tema, resulta necesario traer a colación lo 
dicho en la exposición de motivos de dicho proyecto de Ley, particularmente, para 
tener una idea de la política criminal implementada por el Estado para contrarrestar 
este tipo de fenómenos delictivos:   
 
“II. Las cifras revelan que no ha habido una reducción significativa en términos 
de la siniestralidad vial en el país, el número de muertes y lesiones personales 
por siniestros de tránsito evidencian que aun cuando se han tomado diferentes 
medidas para disminuir los siniestros viales, no ha sido suficiente ya que el 
número de muertes y lesiones por esta causa se ha mantenido […] De tal manera 
que lo que tenemos que mandarle aquí a Colombia es un mensaje de enorme 
responsabilidad y decirles de una vez a los colombianos que, de ahora en 
adelante, conducir en estado de embriaguez da cárcel y da cárcel inclusive, 
cárcel, no casa por cárcel, sino cárcel”49 
 
Aunque resulta incontratable la gravedad que implica un resultado lesivo o fatal 
producido en un accidente de tránsito cuando el conductor está embriagado, en el 
evento de penalizarse este comportamiento como autónomo, esto es, manejar bajo 
esas especiales condiciones, en manera alguna la respuesta en el marco de la 
política criminal debe ser la privación de la libertad, pues existen otras alternativas, 
por ejemplo, la pena de multa, de detectarse la estructuración de dicha conducta, 
empero, cosa distinta sería si por el influjo de alguna sustancia que altere las 
funciones sicosomáticas del agente se concreta otro resultado de mayor relevancia 
para el derecho penal –efecto secundario-, entre ellas, la muerte, dado que en tales 
                                                          
49 Iniciativa parlamentaria presentada por los representantes Carlos Eduardo Guevara, Guillermina Bravo 




circunstancias cabría la posibilidad de sancionar el mismo al tamiz del dolo 
eventual, no de culpa con representación, por la comisión de un riesgo considerado 
como antijurídico.   
 
1.2. TRATAMIENTO DADO POR OTROS PAÍSES AL DELITO IMPRUDENTE -




Anteriormente en Chile, cuando el consumo descomunal de alcohol se asociaba con 
la conducción de vehículos motorizados las conductas se sancionaban en la Ley de 
Alcoholes, esto es, la 17.105. Posteriormente, dado el incremento de insucesos 
imprudentes relacionados con el manejo de vehículos automotores en esas 
especiales circunstancias, hubo la necesidad de promulgar una nueva normativa 
que sancionara más drásticamente tales conductas, cuyo conocimiento 
correspondía a los Juzgados de Policía Local -Ley de Tránsito 18.290-. Fue a partir 
de allí que el comportamiento asociado con la conducción de vehículos motorizados 
mediando el consumo de alcohol –que en cuanto a su penalidad se asemeja a 
hacerlo con la influencia de sustancias estupefacientes y psicotrópicas-, se catalogó 
como comportamiento autónomo estando la investigación a cargo del Ministerio 
Público.  
 
El inciso 2 del artículo 115 de la “ley sobre expendio y consumo de bebidas 
alcohólicas”, publicada en el Diario Oficial del 19 de enero de 2004, preceptuaba:  
 
“Artículo 115 A.- Se prohíbe, al conductor y a los pasajeros, el consumo de 
bebidas alcohólicas en el interior de vehículos motorizados; Se prohíbe, así 
mismo, la conducción de cualquier vehículo o medio de transporte, la operación 
de cualquier tipo de maquinaria o el desempeño de las funciones de 
guardafrenos, cambiadores o controladores de tránsito, ejecutados en estado de 
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ebriedad, bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas, o bajo 
la influencia del alcohol; Para la determinación del estado de ebriedad del 
imputado o del hecho de encontrarse bajo la influencia del alcohol, el tribunal 
podrá considerar todos los medios de prueba, evaluando especialmente el estado 
general del imputado en relación con el control de sus sentidos, como también el 
nivel de alcohol presente en el flujo sanguíneo, que conste en el informe de 
alcoholemia o en el resultado de la prueba respiratoria que hubiera sido 
practicada por Carabineros; Sin perjuicio de lo anterior, se entenderá que hay 
desempeño en estado de ebriedad cuando el informe o prueba arroje una 
dosificación igual o superior a 1,0 gramos por mil de alcohol en la sangre o en el 
organismo; Se entenderá que hay desempeño bajo la influencia del alcohol 
cuando el informe o prueba arroje una dosificación superior a 0,5 e inferior a 1,0 
gramos por mil de alcohol en la sangre. Si la dosificación fuere menor, se estará 
a lo establecido en el artículo precedente y en el Nº 1 del artículo 198, si 
correspondiere" 
 
Dicha trascripción se hizo necesaria, porque permite destacar que este ilícito 
suponía una doble innovación respecto al antiguo previsto en el canon 121 de la 
derogada Ley 17.105, por una parte, porque el verbo rector allí contenido era 
conducir y no “desempeñarse”; y por la otra, se refería a cualquier medio de 
transporte, y no sólo a vehículos motorizados o de tracción animal.   
 
Ahora, en lo que concierne al sujeto activo, podía ser cualquier persona, eso sí, 
salvo en casos de los guardafrenos, cambiadores y controladores de tránsito. Los 
dos primeros cumplían funciones propias de la operación de ferrocarriles, y su 
embriaguez está prevista también como delito en los artículos 114 y 115 de la Ley 
General de Ferrocarriles, sancionada con pena de prisión menor en sus grados 
mínimo a medio o prisión menor en su grado máximo si produjere lesiones o la 




La forma de determinar el estado de ebriedad, se orientaba a establecer un 
elemento fundamental del tipo para diferenciar entre este delito y otros previstos en 
la misma Ley. Empero, cabe resaltar que la penalidad dependía de si la conducta 
prohibida causaba o no un resultado lesivo, graduándose además 
proporcionalmente a la gravedad de este último, aspecto fundamental que facilitaba 
la diferenciación entre la culpa consciente y el dolo eventual.   
 
Ejemplo de lo anterior, es que la conducción en estado de ebriedad o bajo la 
influencia de sustancias estupefacientes o psicotrópicas ocasionando muerte o 
lesiones de las contempladas en el artículo 397 numeral 1° del Código Penal, tenía 
una pena de: 
 
“presidio menor en su grado máximo y multa de 8 a 20 UTM, además la 
suspensión de la licencia por un periodo de dos a cuatro años en caso de muerte, 
y de uno a dos años en el caso de lesiones graves-gravísimas” 
 
Entonces, importante resulta aclarar, que dos eran dos las conductas que 
contemplaba la legislación chilena, por conducir bajo la influencia del alcohol o en 
estado de ebriedad, estructurándose el primer supuesto de hecho cuando el nivel 
de alcohol en la sangre fuera superior a 0,5 e inferior a 1 gramo por mil; y en el 
segundo, si ese índice fuera igual o superior a 1, de conformidad a lo establecido 
en el artículo 115 A, inciso 4º.   
 
En relación a los exámenes a que debían someterse las personas que participaran 
en un delito derivado de un accidente de tránsito, estos sólo eran obligatorios en 
casos de lesiones o muerte. La negativa injustificada o la huida del lugar, constituían 
antecedentes calificados que podrían servir de base para establecer el estado de 




De esta manera, se evidencia que en la legislación Chilena los accidentes de 
tránsito que producían como resultado el deceso de la víctima era considerado 
como un cuasidelito50, en casos como el consagrado en el literal A del artículo 196 
B, en que la causa determinante del accidente se debiera a: “La conducción bajo la 
influencia del alcohol, estupefacientes o sustancias psicotrópicas”  y no se trataba 
como un delito en sentido lato, a semejanza de lo contemplado en la legislación 
penal de nuestro país.   
 
El 15 de septiembre de 2014 el Diario “45 Última Hora”,  publicó una noticia en la 
que se anunciaba la promulgación de una nueva Ley conocida como “Emilia51, en 
honor a una menor de escasos 9 meses que falleció en un accidente de tránsito 
provocado por un conductor borracho.  
 
                                                          
50 CENTRO DE JUSTICIA DE LAS AMÉRICAS. Fiscalía Nacional, Ministerio Público. Reforma procesal penal: 
visión general de su instalación, funcionamiento y desafíos actuales, desde la perspectiva del ministerio de 
justicia. Santiago de Chile: Imprenta Salesianos S. A. 2005. 
51ULTIMA HORA. Chile promulga ley que castiga con cárcel a conductores ebrios en accidentes.[En linea] 
Disponible en: <https://bit.ly/2Hlx3KC> [Consultado el15/01/2019]. La noticia planteó: "Queremos que esta ley 
ayude a demostrar que Chile no tolera irresponsabilidades que tienen consecuencias tan trágicas para otras 
personas, dijo Bachelet en una ceremonia en el Palacio de La Moneda. El nuevo texto legal establece penas 
de 3 a 10 años de presidio para los responsables y se conoce en Chile como la Ley Emilia, el nombre de una 
niña de 9 meses que murió en enero de 2013 en un accidente provocado por un conductor borracho. El hombre, 
que trató de fugarse después del siniestro, fue imputado por la Justicia, pero se libró de ir a la cárcel, lo que 
llevó a los padres de la pequeña fallecida a emprender una cruzada para que parlamentarios elaboraran una 
reforma legal para endurecer las penas en este tipo de casos. Hasta ahora, el castigo por conducir borracho y 
provocar un accidente grave era la suspensión de la licencia de conducir por un periodo de hasta 5 años y, 
como máximo, la inhabilitación de por vida. Con la nueva ley, los responsables de esos delitos serán 
condenados a penas de cárcel de entre 3 y 10 años. Además, subrayó la presidenta, quienes reciban la sanción 
más baja deberán cumplir un año de prisión efectiva antes de poder optar a beneficios como la libertad 
condicional, lo que significa que nadie se librará de pasar por la cárcel. Con esto aseguramos que nunca más 
un conductor que por su irresponsabilidad cause la muerte a otra, quede en la impunidad, sostuvo Bachelet. La 
nueva legislación establece además la definición de dos nuevos delitos. Por un lado, se sancionará a los 
conductores profesionales que beban alcohol o que reincidan en este tipo de conducta, y por otro se castigará 
con dureza a quienes huyan del lugar del accidente o se nieguen a realizarse un control de alcoholemia. 
Bachelet aseguró que el consumo de alcohol está presente en al menos el 20 % de los accidentes de tránsito 
en los que hay víctimas fatales; En 2013 hubo 148 muertos en accidentes de tránsito causados por conductores 
que manejaban bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad. La promulgación de la ley se produce a 
dos días del inicio de las Fiestas Patrias, una celebración que este año se prolongará por cuatro días y durante 
la cual se incrementa el consumo de alcohol y aumentan también los accidentes. La legislación chilena 
considera que un conductor maneja bajo la influencia del alcohol cuando presenta entre 0,31 y 0,79 gramos de 
alcohol por litro de sangre. Por encima da 0,8 gramos está tipificado como estado de ebriedad, lo que agrava el 
tiempo de suspensión del permiso de conducir” 
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En esta legislación se establecieron penas que van desde los 3 a los 10 años de 
presidio para los autores de esta conducta, pues para ese año, esto es, 2014, la 
sanción era la suspensión de la licencia y como máximo la inhabilitación de por vida 
para conducir, empero, con esta disposición los infractores irán a prisión y quienes 
reciban la sanción más baja, como mínimo, deberán cumplir un año efectivo bajo 
restricción de la libertad.  
 
Según dicha normativa, es decir, la número 20.770, aunque se aumentan las penas 
y se asegura que el activo de la acción pueda ir a prisión, se considera tal 
comportamiento como un evento culposo, pues únicamente, habría dolo, o lo que 
allí se conoce como delito “calificado”, cuando se ocasiona por una persona que 
conduce con la licencia inhabilitada o suspendida, o quien es reincidente en la 
conducción de vehículos en estado de ebriedad, y se juzga la conducta objeto de 
estudio, por las autoridades como en los casos de tentativa de homicidio, hurtos con 
violencia o incluso manipulación de explosivos o armas blancas, solo en esos casos 





En Argentina la muerte de una persona producida en accidente de tránsito por un 
conductor en estado de embriaguez y/o estupefacientes, se tipifica como homicidio 
simple con dolo eventual, al aplicarse la regla supletoria consagrada en el artículo 
79 del Código Penal, que sanciona este comportamiento de ocho a veinticinco años 
de prisión o reclusión. 
 
Dicha Nación, a través del artículo 84 del Código Penal, también pune de seis 
meses a cinco años de prisión cuando por imprudencia, negligencia, impericia en 
su arte o profesión o inobservancia de los reglamentos o de los deberes a su cargo, 
se causare a otro la muerte. Con la ley 25.18937, la pena se aumenta a dos años si 
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fuesen más de una las víctimas fatales, o si el hecho hubiese sido ocasionado por 
la conducción imprudente al omitir el deber objetivo de cuidado exigible en las 
actividades peligrosas permitidas por el legislador.  
 
Para ejemplificar con mayor precisión el tratamiento dado en dicho país al dolo 
eventual, oportuno resulta recordar la sentencia del 10 de mayo de 2016 emanada 
por la Cámara Segunda en lo Criminal de Formosa, en la cual se condenó52 a un 
hombre a la pena de 16 años de prisión, por el homicidio de dos personas tras 
arrollar con una camioneta el automóvil en el que aquellas se transportaban. 
 
Dicho siniestro tuvo lugar el 18 de agosto de 2013, sobre la ruta 11, a la altura del 
barrio Nueva Pompeya, a pocos kilómetros al sur de dicha capital, cuando el rodante 
que el actor manejaba en estado de ebriedad, chocó por detrás y arrastró más de 
70 metros al conducido por Sergio Velázquez, quien, junto a Viviana Yolanda 
Sanabria, fallecieron en el acto producto del impacto. Además, de estos últimos, en 
dicho automotor viajaban dos personas más que resultaron con lesiones de 
consideración. 
 
En la referida sentencia se sancionó al aludido conductor por el delito de homicidio 
simple con dolo eventual, porque: 
 
“el informe de laboratorio reveló que tres horas después del choque, Ulberto tenía 
una concentración etílica en sangre de 2,79 g/l, correspondiendo la cantidad 
señalada a un tercer período de ebriedad; Luego, en este caso el verdadero 
problema del dolo eventual desembocó, a la larga, en la identificación de los 
indicadores externos idóneos para demostrar, en sede judicial, la existencia o no 
del necesario elemento volitivo respecto al concreto resultado producido; en la 
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medida en que la constatación de la representación de su probable producción 
(esto es el elemento cognitivo) deviene insuficiente a la hora de afirmar o negar 
que el comportamiento fue doloso, y ello con independencia de la naturaleza del 
delito cometido: ya sea este de lesión o de peligro”53 
 
Así, en este caso el Tribunal en cuestión resolvió sancionar el resultado como dolo 
eventual, dada la sumatoria de gravosas circunstancias trasgredidas por el acusado 
-estado de ebriedad de características casi completo (2,79 g/l), evadir el control 
policial y el exceso de velocidad (102 km/h aprox.) en zona urbana, las cuales 
revelaban un grosero menoscabado de su parte a las leyes y consecuentemente a 
los bienes jurídicos de alto tenor (vida e integridad de las personas) que terminaron 
apartando su conducta de la simple negligencia e imprudencia que exige el tipo 
culposo para su configuración, máxime, según se puede inferir, si el conducir bajo 
el efecto del alcohol u otra sustancia que altere la lucidez del agente, se contempla 
como un comportamiento temerario, en el entendido que constituye, a la luz de la 
legislación Gaucha, en un actuar ilícito autónomo e independiente.  
 
Es que, en Argentina, doctrinaria y jurisprudencialmente, también se ha discutido 
ampliamente sobre el criterio diferenciador entre la culpa consciente y el dolo 
eventual. En ese sentido el Tribunal de Formosa planteó: 
 
“En efecto, la característica esencial del tipo culposo es su peculiar forma de 
individualización de la acción prohibida, difiere del tipo doloso activo, en que se 
individualiza mediante su descripción, en el tipo culposo en cambio la conducta 
permanece prima facie indefinida.  Esto obedece a que los tipos culposos no 
criminalizan acciones como tales sino en razón de un resultado que se 
produce por una particular forma de realización de la acción, que presupone 
-por parte del autor del hecho- la provocación de un peligro prohibido, previsible 
                                                          
53 MUÑOZ CONDE, Francisco. Edmund mezger y el derecho penal de su tiempo. Valencia: Tirant Lo Blanch, 
2000. ISBN: 9788484422051 
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y evitable. Esto ha dado lugar a que en doctrina se discuta hasta hoy 
inconclusamente, entre otras cosas, sobre la existencia o no del aspecto 
subjetivo en la estructura típica”54 
 
En palabras de Bacigalupo, en el dolo eventual: 
 
“No cabe admitir que la llamada culpa consciente sea una forma de la 
imprudencia, solo habrá culpa inconsciente, dado que cuando el autor se haya 
representado la realización del tipo como no improbable, se estaría en todos los 
casos ante supuestos de dolo eventual55, y sobre ese mismo particular Jakobs 
advierte: que el dolo es el conocimiento con un valor de juicio y no es un mero 
pensar u ocurrirse sin cualidad de juicio 56, siendo para el primero puntualmente 
en este aspecto donde radica las mencionadas formas de culpabilidad, en tanto 
conecta elementos de la teoría de la probabilidad con la de tomarse en serio”.  
 
Para el referido tratadista, el dolo eventual se actualiza cuando el sujeto en el 
momento de la acción juzga que la realización del tipo, como consecuencia de su 
conducta, no es improbable. Aunque hasta aquí, se fija sólo en el componente 
intelectual del dolo. Sin embargo, quien negligentemente confía en que todo irá bien, 
considera precisamente por eso, improbable la producción del resultado, y 
respondería a título de culpa consciente. Jakobs no se dirige contra el criterio de 
“tomarse en serio” como tal, sino que sólo advierte contra el hecho de “menospreciar 
la repercusión de la negligencia o ligereza en la faceta intelectual”57 
 
                                                          
54 CENTRO DE INFORMACIÓN JUDICIAL. Expediente N.º 394 – AÑO 2014 (de origen N.º 1098/13 Juzgado. 
Inst. Correc. N.º 4 -Primera Circunscripción Judicial) Recuperado de: http://tiny.cc/2qof7y 
55 BACIGALUPO ZAPATER, Enrique. Teoría y práctica del derecho penal. Madrid: Marcial Pons, Ediciones 
Jurídicas y Sociales, 2009, ISBN: 9788497685535.   
56 GÜNTHER, Jakobs. Derecho Penal del Enemigo. Madrid: Ediciones Civitas, S L. 1995, 1ª. Edición. ISBN:84-
470-2063-0 
57 ROXIN, Claus, Derecho Penal. Parte General: Fundamentos. La Estructura De La Teoría Del delito Alcalá: 
Editorial Civitas,2006, Tomo I. ISBN: 9788447025459 
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De allí se colige, que en la culpa el autor debe haber contado con la posibilidad de 
conocer la peligrosidad de su acción, respecto de la cual no hace falta un 
conocimiento efectivo. Como el resultado -a diferencia de los casos en que se actúa 
con dolo- no es querido, las acciones del autor deben tener una finalidad diferente 
a la de causarlo. Es decir, que la muerte del “otro” debe pertenecer al ámbito de lo 
que el autor no ha querido o aceptado hacer. Esta última circunstancia es la que, en 
últimas, motivó al legislador argentino a establecer como máximo una pena menos 




El Código Penal Español en su artículo 142 contempla el que por imprudencia grave 
causare la muerte de otro, será castigado, como reo de homicidio imprudente, con 
la pena de prisión de uno a cuatro años. Cuando este último sea cometido utilizando 
vehículos a motor o ciclomotor, se impondrá la pena de privación del derecho de 
conducir rodantes de tales características de uno a seis años. 
 
La tipificación del delito de conducción bajo la influencia del alcohol fue prevista en 
el artículo 383. Esta disposición contempla aplicar la infracción penada de manera 
más grave cuando, además de desarrollarse tal actividad bajo esa especial 
condición, se produzca un resultado constitutivo de delito, cualquiera sea su 
gravedad. Esta disposición remite a la prevista para la del homicidio culposo 
estipulado en el artículo 142, donde se colige que la pena aplicable para este 
comportamiento ilícito irá de uno a cuatro años de prisión, siempre que sobrevenga 
la muerte. 
 
En este país, se discute si las infracciones relativas a la seguridad del tráfico 
merecen la consideración de ilícito o resulta suficiente con que se sancione dentro 
del ámbito administrativo. En ese sentido Conde – Pumpido, expone que el carácter 
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jurídico o antijurídico se ha de obtener de la confrontación con las concepciones que 
se tienen como válidas por la conciencia social.  
 
Por su parte, Cerezo Mir58, considera que la relevancia ético-social del que conduce 
un automotor bajo la influencia manifiesta de intoxicación etílica merece la sanción 
penal, dada la conciencia social negativa que despierta dicha conducta, incluso 
independiente si de la conducta se deriva o no un resultado lesivo o fatal dejado al 
azar, pues, desde su particular perspectiva, no es posible nada más corruptor para 
la moral que imaginar que la infracción a las normas de tránsito carecen de 
importancia social y que, por consiguiente, sea solamente el azar el que determine 
la responsabilidad del actor. 
 
Asimismo, Gómez Pavón, asegura que conducir bajo la influencia del alcohol 
constituye un aumento del riesgo, además en tales circunstancias se puede 
considerar infringido el principio de confianza básico en la circulación rodada, el cual 
hace que el resto de usuarios de la vía puedan tener la seguridad de que no se 
generara una elevación del peligro permitido.  
 
Y finalmente, para Bueno, no es posible objetivar la responsabilidad delictual en el 
sentido de exigir que el tipo penal tenga una determinada concentración alcohólica 
en sangre, porque se estaría penando una simple probabilidad, y la ley no puede 
sancionar por esa simple circunstancia equivalente a una profecía, por lo que, en 
su sentir, no debe aplicarse más que una sanción de índole administrativa. 
 
Lo cierto, es que la redacción del Código Penal Español, exige como aspecto 
fundamental requerido para que se tipifique la conducta de conducción influenciada 
por drogas o alcohol y, a su vez, diferenciarla de la sanción administrativa59, que la 
                                                          
58 RODRIGUEZ HERNÁNDEZ, Ignacio. “La conducción bajo la influencia de bebidas alcohólicas, drogas 





ingesta previa a esta actividad peligrosa influya verdaderamente en las facultades 
psico- físicas del conductor, generando un peligro abstracto para el bien jurídico 
protegido, esto es, la seguridad del tráfico.  
 
Véase, al igual que en Chile, España tiene como penas previstas las privativas de 
la libertad, multa y la privación del permiso de conducir. Para poder acusar por estos 
delitos, se ha establecido que puede presumirse que un conductor circula bajo la 
influencia del alcohol, cuando arroja un resultado superior a los 0, 75 m/l aire 
espirado.  
 
Muñoz Conde60, señala que el dolo va referido al momento en que, consciente de 
que se va a conducir un vehículo de motor, se bebe de forma que se altera la 
capacidad para ese propósito, incluso aunque no se haya buscado esa situación 
con el designio de cometer alguna infracción.  
 
Lo anterior, encuentra pleno respaldo en la sentencia emitida el 17 de enero de 
2018, por la Sala Penal del Tribunal Supremo de Madrid, España, tramitado bajo el 
radicado 28079120012018-100015, casación No. 875/17, con ponencia del Excimo. 
Sr. D. Juan Ramón Berdugo Gómez de la Torre, donde se resolvió el caso del señor 
D. Bienvenido, a quien se le condenó a la pena de 3 años y 3 meses de prisión, a 
título de autor de un delito contra la seguridad vial por conducción temeraria, y de 
un delito de homicidio por imprudencia.  
 
Estos hechos acaecieron el 31 de enero de 2015, a eso de la 7:20 a.m., en la ciudad 
de Sabadelí, cuando el implicado se desplazaba en su vehículo BMW, modelo 
320D, después de haber consumido la noche anterior bebidas alcohólicas en una 
cantidad que disminuyó seriamente su capacidad para desarrollar tal actividad 
peligrosa, acusando la pérdida de sus reflejos y demás condiciones necesarias para 
                                                          




ese propósito. Aquél igualmente sobrepasó la velocidad legalmente permitida y en 
un tramo vial se encontró con “Los Mossos d´Esquadra”, quienes habían cerrado un 
carril, precisamente por el que se iba desplazando, con el fin de hacer un control de 
alcoholemia, al percatarse de la presencia de aquellos huyó del lugar arrollando a 
dos gendarmes, dejando a uno gravemente herido, quien después falleció, y a otro 
lesionado.   
 
Finalmente, fue interceptado en un callejón y al practicársele la prueba de 
alcoholimetría se constató que se encontraba bajo el influjo del alcohol. En las 
decisiones de instancia, se le absolvió de los delitos de homicidio doloso y tentado 
y la falta de lesiones, dado que no se logró acreditar el elemento volitivo de su 
conducta, esencial para la estructuración del delito doloso.  
 
Resaltó el acotado Tribunal, según su reiterada y pacífica jurisprudencia, que: 
 
“actuar con dolo significa conocer y querer los elementos objetivos que se 
describen en el tipo penal ; sin embargo, ello no excluye un concepto normativo 
basado en el conocimiento de que la conducta realizada pone en peligro el bien 
jurídico protegido, de manera que en su modalidad eventual el dolo radica en el 
conocimiento del riesgo que el comportamiento desplegado supone para el bien 
jurídico, pese a lo cual el autor lleva a cabo su ejecución, asumiendo o aceptando 
así el probable resultado” 61 
                                                          
61 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. sentencia T-069 de 2010. (4 de febrero de 2010). [M.P. Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub] “Así pues, más que excluir o descartar el elemento volitivo, la jurisprudencia lo orilla o 
lo posterga en la fundamentación probatoria por obtenerse de una mera inferencia extraíble del dato de haber 
ejecutado el hecho con conocimiento del peligro concreto generado por la acción. Y es que resulta muy difícil 
en la práctica procesal que, una vez que se acredita el elevado peligro concreto que genera la acción y su 
conocimiento por el autor, no se acoja como probado el elemento de la voluntad o del consentimiento, aunque 
sea con una entidad liviana o debilitada. A este elemento volitivo amortiguado se le asignan los nombres de 
asentimiento, asunción, conformidad y aceptación, en lo que la doctrina ha considerado como una auténtica 
disección alquimista de la voluntad, y que en realidad expresa lingüísticamente el grado de debilidad o 
precariedad con que emerge en estos casos de dolo eventual, el elemento voluntativo. Es preciso también 
advertir que si bien el elemento intelectivo del dolo, y en concreto el conocimiento de la alta probabilidad del 
resultado, es el que prima en el ámbito probatorio y arrastra después consigo la constatación del debilitado 
elemento volitivo del dolo eventual, ello obliga en cualquier caso a ser sumamente rigurosos a la hora de 




Para resolver el caso el aludido Tribunal, sostuvo:  
 
“Así pues, no puede asumirse que la conducta del acusado sea subsumible en el 
tipo penal de homicidio doloso, y sí en cambio en la modalidad imprudente de tal 
tipo penal, en el grado de imprudencia grave consciente, por cuanto tanto la 
influencia de bebidas alcohólicas  como la velocidad excesiva fueron 
determinantes de que el acusado no se apercibiera a tiempo del control y de la 
presencia del agente de la autoridad, y se su desafortunada maniobra que 
culminó con el atropello mortal, dado que la conducción de vehículos de motor 
requiere inexcusablemente unas condiciones psicosomáticas de concentración, 
destreza y pericia que asegure el más perfecto dominio que en  mayor o menor 
medida no es posible cuando el conductor se haya influido por la ingestión de 
bebidas espirituosas, las cuales dificultan, cuando no imposibilitan  el manejo del 
automóvil en condiciones de seguridad, privándole de la lucidez necesaria, con 
la atención y la concentración precisas y de la rapidez der reflejos y de decisión 
que caracteriza al buen conductor; Se destaca en este pronunciamiento, que en 
casos en los que el conductor pierde el control de un vehículo por manejar de 
forma temeraria por la ingesta de bebidas alcohólicas y acaba impactando contra 
otras personas, la conducta se subsume en el homicidio imprudente, que no en 
dolo eventual, a menos que consten previamente al resultado situaciones de un 
                                                          
resultado es altamente probable para el ciudadano medio situado en el lugar o la situación del autor cuando la 
probabilidad de que se produzca no sea realmente elevada, ya que es precisamente ese pronóstico 
probabilístico el que nos lleva a concluir que sí concurre el elemento volitivo del dolo, aunque sea bajo la 
modalidad atenuada o aligerada de la aceptación, de la asunción o de la conformidad con el resultado; Una 
flexibilidad y laxitud excesivas a la hora de sopesar el grado de probabilidad exigible para apreciar el elemento 
intelectivo cuestionaría la concurrencia del elemento volitivo en el caso concreto, abocando así a la calificación 
de doloso de un hecho realmente imprudente o atípico, al mismo tiempo que se impondría la responsabilidad 
objetiva o por el resultado en detrimento de la responsabilidad subjetiva y del principio de culpabilidad. Y es que 
una concepción excesivamente extensiva del dolo eventual y de su verificación en el ámbito procesal podría 
devolvernos a las anacrónicas y denostadas figuras delictivas preterintencionales y a los delitos cualificados por 
el resultado”.  
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peligro concreto que haya percibido con antelación directamente el actor sin 
adoptar ninguna medida para neutralizarlo” 62 
 
Luego, se deduce de este contexto, que en España se tipifica esta conducta como 
un homicidio culposo agravado por la embriaguez –culpa consciente-, toda vez que 
el alcohol reduce al máximo las capacidades para poderse desempeñar como un 
buen conductor; y, por el contrario, para poder sancionar tal conducta a título de 
dolo eventual, deben constar previamente al resultado situaciones de un peligro 
concreto percibido ex ante por el agente sin que adopte ninguna medida para 
enervar o neutralizarlo.  
 
1.3. DIFERENCIAS ENTRE DOLO EVENTUAL Y CULPA CONSCIENTE 
  
En el concepto finalista63 de culpabilidad se hace parte integral el juicio de reproche, 
el cual se encuentra estrechamente ligado a la exigibilidad de otra conducta64, 
                                                          
62 TRIBUNAL SUPREMO DE MADRID. Sala de lo Penal. Roj: STS 58/2018-ECLI: ES:TS:2018:58. Recuperado 
de: http://tiny.cc/2qof7y 
63 REYES ECHANDÍA, Alfonso. Op. cit. p. 21. La Escuela Finalista. “Conocido como teoría finalista de la acción, 
nació esta corriente doctrinal en Alemania por obra de HANS WELZEL, quien la sistematizó siguiendo las teorías 
filosóficas de HÖNIGSWALD y HARTMANN, en cuanto tales autores sostienen que toda acción humana implica 
una dirección final del suceso causal, de donde deducen que la “acción es una actividad final humana”.  
64 BUSTOS RAMÍREZ, Juan. Introducción al Derecho Penal, Bogotá: Editorial Temis, 1986. ISBN: 958-35-0535-
8. b) El finalismo. La teoría finalista de la acción fue el otro camino iniciado, tanto en el aspecto jurídico filosófico 
como en el propiamente penal, pasa superar el irracionalismo que se había desatado en Alemania durante el 
nazismo. Los esfuerzos metodológicos de la teoría finalista los podemos clasificar en tres niveles: 1) el primero, 
el más netamente filosófico, está dirigido tanto contra el irracionalismo como a dar una nueva base de 
sustentación al pensamiento jurídico; 2) el segundo y el tercero tienen por objeto, por una parte, desplazar 
definitivamente del derecho penal el influjo del positivismo naturalista y sociológico, a la vez que revisar 
críticamente los aportes del neokantismo o teoría de los valores; y, por otra parte, se trata de elaborar una nueva 
teoría del delito sobre la base de una rectificación del modelo utilizado por la teoría clásica del delito. 1)Partiendo 
del hecho de que las teorías sobre el derecho natural tienen un carácter “ideológico” y que por ello mismo 
trascienden sus propios límites, planteando entonces cuestiones de fe, WELZEL, sin embargo, reconoce que 
ellas han realizado determinados aportes significativos. Y en este sentido el primero de todos es el 
reconocimiento del ser humano como persona, lo que implica que “El reconocimiento del hombre como persona 
responsable es el presupuesto mínimo que tiene que mostrar un orden social si este no quiere forzar 
simplemente por su poder, sino obligar en tanto que Derecho”. En otras palabras, se concibe el derecho como 
un orden normativo obligante y no de poder, y la obligación presupone la existencia de una persona responsable 
y no de un simple ser manipulable. Con ello, entonces, deslindaba un Estado de derecho de un régimen 
totalitario, o bien de sujeción total del individuo al Estado como había pretendido el nazismo. Pero también se 
apartaba de las posiciones positivistas y relativistas, que habían considerado al derecho, al hombre y al Estado, 
como un simple juego de situaciones fácticas de poder. Al igual que durante el iluminismo, que había dado 
nacimiento al Estado, WELZEL, al reimplantarse el Estado de derecho en Alemania, vuelve a poner el acento 
en la dignidad de la persona, como la base mínima de un ordenamiento jurídico. 
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donde solo se es culpable el autor de comportamientos de naturaleza dolosa, 
culposa o preterintencional si lo realiza estando en condiciones de respetar el 
derecho, esto es, cuando precisamente le era exigible una conducta ajustada a este 
último65. 
 
El dolo eventual, también denominado como dolo condicionado66, aunque la mayor 
parte de los tratadistas consideran esta otra definición como incorrecta, entre ellos 
Roxin, para quien por el contrario es incondicional puesto que el sujeto quiere 
ejecutar su proyecto delictivo al precio de la realización del tipo67, consiste 
básicamente en que el agente no renuncia a la realización de la conducta que con 
probabilidad, incluso con un mayor grado de convencimiento, puede seguirse un 
resultado68, lo cual significa que aquél considera seriamente como posible la 
realización del tipo y acepta las derivaciones del mismo69.  
 
En el dolo eventual se sanciona con un menor grado de punición con relación a las 
otras especies de dolo, dado que en el directo70 e indirecto o de consecuencias 
necesarias71 el autor representa el resultado como seguro, mientras que en el 
                                                          
65 AGUDELO BETANCUR, Nodier, lecciones de derecho Penal: Parte general, Bogotá: Editorial Universidad 
Externado de Colombia,2002, ISBN: 9789587106565.   
66 GÜNTHER, Jakobs, Derecho Penal. Parte General: Fundamentos y teoría de la imputación, Madrid: Editorial 
Marcial Pons, Ediciones Jurídicas S.A., 1995.ISBN: 84-7248-398-3 
67 ROXIN, Claus. Op. Cit. 
68 VELÁSQUEZ VELÁSQUEZ, Fernando, manual de derecho penal, parte general, Bogotá: Editorial Ediciones 
Jurídicas, 2013, ISBN: 9789584831132 
69MIR PUIG, Santiago, Derecho Penal: Parte General, Barcelona: Editorial Reppertor, 2015.ISBN: 
9788460815822. “Aunque aquí las consecuencias no son seguras, puesto que dependen de una meta incierta, 
como el autor persigue esta meta a conciencia de que conlleva aquellas consecuencias, éstas han de 
considerarse sin duda abarcadas por la voluntad. Sin embargo, no puede decirse ni que el sujeto las persiga 
(dolo de primer grado) ni que sepa seguro o prácticamente seguro que van a tener lugar (dolo directo de 
segundo grado). Se trata, en puridad, de un caso de dolo eventual”. 
70MIR PUIG, Santiago, Op. cit. p. 261 y 262. “En el dolo directo de primer grado el autor persigue la realización 
del delito. Por eso se designa también esta clase de dolo como «intención»; En cambio, es indiferente en él: 1) 
que el autor sepa seguro o estime sólo como posible que se va a producir el delito; 2) que ello sea el único fin 
que mueve su actuación: el delito puede «perseguirse» sólo como medio para otros fines, y seguirá habiendo 
dolo directo de primer grado” 
71 Ibid. p. 261 y 262. “En el dolo directo de segundo grado el autor no busca la realización del tipo, pero sabe 
y advierte como seguro (o casi seguro) que su actuación dará lugar al delito; Aquí el autor no llega a «perseguir» 
la comisión del delito, sino que ésta se le representa como consecuencia éste necesaria); Pero no bastaría un 
«saber» no actualizado en la consciencia del sujeto: no bastaría un saber olvidado o del que no fuera consciente 
el sujeto al actuar” 
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primero lo prevé como probable al dejarlo librado al azar, empero, sin que ello 
implique que no actúe con conocimiento y voluntad respecto del peligro o riesgo que 
representa su comportamiento frente a los bienes jurídicos protegidos por el 
legislador, cuyas consecuencias nocivas de su proceder, al igual que en los otras 
dos referidas categorías de reprochabilidad, se itera, acepta.  
   
Por su parte, la culpa consciente, con representación o previsión se presenta 
cuando el autor advierte como posible la afectación o amenaza para el bien jurídico, 
pero confía en poder evitarlo, admitiendo la existencia del riesgo objetivo de su 
conducta, sin que en realidad lo quiera. Entonces, la culpabilidad de su conducta se 
deriva en este caso de la indebida confianza develada en la no verificación del 
suceso, pues se espera que actúe diversamente cerciorándose de que realmente el 
resultado no se concretaría, esto es, conoce la acción pero no acepta el resultado. 
 
Desde el punto de vista correctivo, la culpa consciente es sancionada con mayor 
severidad que la inconsciente o sin representación, dado que en esta última el autor, 
debiendo y pudiendo hacerlo, no se representa la posible ocurrencia del resultado 
nocivo para el bien jurídico.  
 
De allí se advierten como distingos entre las formas de culpabilidad en cuestión, las 
siguientes:  
 
Dolo eventual Culpa consciente 
1. El autor mira el resultado con indiferencia 
al dejarlo librado al azar.  
2. El autor conoce, quiere y acepta el 
resultado lesivo para el bien jurídico.  
3. Generalmente está precedida de una 
fuente de riesgo considerada por el legislador 
como delito, no de la sumatoria de factores 
relacionados con la falta al deber objetivo de 
cuidado. 
1. El autor no ve el resultado con indiferencia 
sino con confianza excesiva al creer que puede 
evitarlo. 
2. El autor conoce el resultado, pero no lo 
quiere ni acepta. 
3. Generalmente se configura por la omisión 
al deber objetivo de cuidado exigible en 
actividades peligrosas permitidas por el 




1.4. ALGUNAS TEORÍAS EXPLICATIVAS DEL DOLO EVENTUAL Y CULPA 
CONSCIENTE  
 
Siguiendo a Muñoz Conde72, para diferenciar el dolo eventual de la imprudencia –
culpa con representación- se han planteado principalmente dos teorías:  
 
Una, la de la probabilidad que parte del elemento intelectual del dolo. Atendiendo lo 
difícil que es demostrar en el dolo eventual el elemento volitivo (querer el resultado), 
esta admite: 
 
“La existencia de dolo eventual cuando el autor se representa el resultado como 
de muy probable producción y a pesar de ello actúa, siendo indiferente que 
admita o no su producción. Si la probabilidad es más lejana o remota, habrá 
imprudencia consciente o con representación”73. 
 
Y otra, la de la voluntad o del consentimiento, la cual refiere, por el contrario, al 
contenido volitivo. Para ésta no es suficiente con que el agente se plantee el 
resultado como de probable producción, sino que es preciso que, además, se diga: 
«aun cuando fuere segura su producción, actuaría» (fórmula de FRANK); Hay, por 
el contrario, imprudencia si el autor, de haberse representado el resultado como de 
segura producción, hubiera dejado de actuar74. 
 
Por su particular relevancia, se impone necesario conocer, en palabras del tratadista 
en comento, las críticas formuladas a las acotadas teorías, las cuales resumen: 
 
“En la teoría de la probabilidad se deja sin valorar una parte esencial del dolo: el 
elemento volitivo y que, por otra parte, no siempre la alta posibilidad de 
                                                          
72 MUÑOZ CONDE, Francisco, Derecho Penal: Parte General, Valencia: Tirant lo blanch, 2007. ISBN: 
9788484569336. pág. 271 
73 Ibid. p. 271 
74 Ibid. p. 271 
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producción de un resultado obliga a imputarlo a título de dolo (piénsese, por 
ejemplo, en las intervenciones 272 quirúrgicas de alto riesgo o en la conducción 
de vehículos de motor a gran velocidad en una carrera de coches o de motos), 
incluso la jurisprudencia española  en relación con los delitos de tráfico, 
considerando que en la mayoría de ellos todo lo más se da «imprudencia» o 
conducción «temeraria», a valorar en caso de que se produzca un resultado 
lesivo o mortal por el correspondiente delito de lesiones u homicidio por 
imprudencia (arts. 152 y 142 Cp)75 . 
 
“Por su parte, aduce el tratadista en cita, que dos son las objeciones contra la 
teoría de la voluntad o del consentimiento. En primer lugar, porque presume algo 
que no se da en la realidad: que el autor se plantea lo que haría en caso de que 
el resultado fuera de segura producción. En efecto, la teoría de la voluntad se 
basa en confrontar al delincuente con el resultado, cuando éste todavía no se ha 
producido, imaginándolo como efectivamente acaecido. Pero es que, además, no 
siempre se puede demostrar un querer efectivo, ni aun en los casos en que el 
autor se imagine el resultado como seguro. Incluso en el dolo directo de segundo 
grado es suficiente con la representación de la necesaria o segura producción 
del resultado concomitante”76. 
 
De todas maneras, al margen de la importancia que pueden presentar las críticas a 
una y otra teoría direccionadas a justificar la estructuración del dolo eventual o la 
culpa con representación, lo cierto es que, para el tratadista en comento, en ambas 
se evidencia que “no es suficiente con la representación de la alta probabilidad del 
resultado para imputarlo a título de dolo, aunque sea eventual, sobre todo cuando 
se trata de comportamientos habituales y frecuentes como son los relacionados con 
la conducción de vehículos de motor”. Incluso aclara que el desarrollo de dicha 
actividad peligrosa más allá de las reglas normales de conducción puede 
                                                          
75 Ibid. p.271-272.  
76 Ibid. p.271-272.  
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fundamentar, en algún caso extremo, la imputación a título de dolo eventual77, 
siempre y cuando, eso sí, que para tal efecto el resultado secundario esté precedido 
de una fuente de riesgo catalogada como punible.  
 
  
                                                          




CAPITULO SEGUNDO  
2. TEORÍA APLICADA EN EL CASO CONCRETO POR LA CORTE 
 
Para desestimar los reproches propuestos por el casacionista, La Alta Corporación 
en cita, aunque también acudió al análisis de la teoría “de la voluntad o del 
consentimiento”, finalmente aplicó la de la “probabilidad o de la representación”, al 
indicar:  
 
“La teoría de la probabilidad o de la representación enfatiza en el componente 
del dolo. Para esta teoría existe dolo eventual cuando el sujeto se representa 
como probable la realización del tipo objetivo, y a pesar de ello decide actuar, 
con independencia de si admite o no su producción, Y es culposa cuando no se 
representa esa probabilidad, o la advierte lejana o remota; […] Hasta el año 2011 
la legislación colombiana se mantuvo fiel a los postulados de la teoría del 
consentimiento, como estructura dogmática que busca explicar la frontera entre 
el dolo eventual y la culpa con representación. Pero en la Ley 599 de 2000, tomó 
partido por la teoría de la representación, al definir el dolo eventual en los 
siguientes términos: ´también será dolosa la conducta cuando la realización de 
la infracción penal ha sido prevista como probable y su no producción se deja 
librada al azar; […] Desde ahora, es importante precisar que la representación 
en esta teoría (aspecto cognitivo) está referida a la probabilidad de producción 
de un resultado antijurídico, y no al resultado propiamente dicho, o como lo 
sostiene un sector de la doctrina, la presentación debe recaer, no sobre el 
resultado delictivo, sino sobre la conducta capaz de producirlo, pues lo que se 
sanciona es que el sujeto prevea como probable la realización del tipo objetivo, 
y no obstante ello decida actuar, con total menosprecio de los bienes jurídicos 
puestos en peligro”78 
  
                                                          
78 Sentencia 32694 de 2010. Op. Cit. 
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Como se puede apreciar, para la Corte, un aspecto crucial a considerar en la 
configuración del dolo eventual, es que el sujeto prevea como probable la 
realización del tipo objetivo, y aun así resuelva actuar mostrando su manifiesto 
desinterés por los bienes jurídicos afectados o puestos en peligro. Sin embargo, 
aquí radica una de las críticas a la decisión bajo examen. 
 
Ello, por cuanto, en manera alguna el simple hecho de conocer el peligro inherente 
a la acción puede constituir exclusivamente el factor determinante que trascienda 
el comportamiento de culpa a dolo, por la sencilla pero potísima razón, que ello 
equivaldría a desconocer de plano un presupuesto que marca la diferencia entre 
una y otra, el cual se encuentra plasmado en el mismo supuesto de hecho de las 
referidas formas de culpabilidad, esto es, la voluntad79, situada, por un lado, en 
dejar el resultado librado al azar; y por el otro, en confiar en poder evitarlo, 
situaciones que además son sustancialmente distintas y, por ende, delimitan 
claramente la frontera entre dichas aristas de reproche penal.  
 
Esto, porque si bien el legislador prevé el elemento cognitivo80 como parte esencial 
de ambas formas de responsabilidad- culpa y dolo- al incluir expresamente el 
conocimiento del resultado en aquellas, resultaría desacertado entronizar el 
desplazamiento de una a otra exclusivamente en este presupuesto, es decir, en la 
cognición del tipo objetivo, dado que la voluntariedad en ambos eventos resulta 
trascendental para la agresión al bien jurídicamente protegido por el legislador, eso 
sí, aunque de manera distinta en cada una de ellas.  
 
                                                          
79VELÁSQUEZ VELÁSQUEZ, Fernando. Op. cit. p. 446. “El tipo penal imprudente supone, en primer lugar, la 
voluntad de realizar la conducta causal-final-social de que se trata con los medios elegidos; esto es, el resultado 
típico producido no debe quedar abarcado en la voluntad realizadora de la acción o, comprendiéndolo, debe 
hacerlo con una causalidad distinta de la que el agente programó. En otras palabras: la descripción típica que 
se estudia supone la presencia de una componente volitivo o voluntario”. 
80 MUÑOZ CONDE, Francisco.  Op. Cit. p. 269. “El elemento volitivo supone la voluntad incondicionada de 
realizar algo (típico) que el autor cree que puede realizar. Si el autor aún no está decidido a realizar el hecho 
(por ejemplo, aún no sabe si disparar y espera la reacción del otro; lleva una pistola por lo que pueda pasar al 
huir de la policía), o sabe que no puede realizarse (la víctima se ha alejado del campo de tiro), no hay dolo, bien 
porque el autor no quiere todavía, bien porque no puede querer lo que no está dentro de sus posibilidades”  
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Es que, obsérvese, el elemento volitivo en cualquiera de las modalidades del dolo 
-directo, indirecto o eventual- generalmente se refleja en la aprobación del resultado 
por parte del sujeto, pues además de conocer los elementos constitutivos del tipo 
objetivo, despliega la conducta admitiendo el resultado, así sea que lo haya dejado 
librado al azar, como ocurre precisamente en el dolo eventual81; en tanto que en la 
culpa con representación, la voluntariedad se irradia en la pretermisión al deber 
objetivo de cuidado que le era exigible al agente en la actividad peligrosa que 
desarrollaba para evitar que se generara un riesgo jurídicamente desaprobado que 
finalmente se materializa en un evento de connotación delictiva, sin que la 
concreción de este último sea con ocasión de haberlo asentido, incluso lejana ni 
remotamente, básicamente porque esa no era su intención, pues recuérdese, 
confiaba en poder evitarlo, como, se itera, no acontece en un comportamiento de 
naturaleza dolosa caracterizado por la admisión del resultado.  
 
Lo anterior se armoniza con Jakobs: 
 
 “Imprudencia la situación se distingue de la del dolo no sólo por la falta de 
conocimiento de las consecuencias, sino también por la aceptabilidad no 
dilucidada de las consecuencias. Las consecuencias dolosas son aceptables, 
pues sino el autor no obraría, mientras que por el contrario en las consecuencias 
imprudentes su aceptabilidad permanece abierta en el instante del hecho. En la 
imprudencia, el autor soporta un riesgo natural que no es común en el dolo; el 
riesgo de que incluso pueda resultar dañado, u otra persona cuyo daño el autor 
                                                          
81 Ibid. p. 271. “b) Dolo eventual. Con la categoría del dolo directo, de primer o de segundo grado, no se pueden 
abarcar todos los casos en los que el resultado producido debe, por razones político-criminales, imputarse a 
título de dolo. Así, cabe también hablar de dolo, aunque el querer del sujeto no esté referido directamente a ese 
resultado. Se habla entonces de dolo eventual. En el dolo eventual el sujeto se representa el resultado como 
de probable producción y, aunque no quiere producirlo, sigue actuando, admitiendo su eventual realización. El 
sujeto no quiere el resultado, pero «cuenta con él», «admite su producción», «acepta el riesgo», «no le importa 
lo que pase», etc. Con todas estas expresiones se pretende describir un complejo proceso psicológico en el 
que se entremezclan elementos intelectuales y volitivos, conscientes o inconscientes, de difícil reducción a un 
concepto unitario de dolo. El dolo eventual constituye, además, la frontera entre el dolo y la imprudencia, sobre 
todo con la llamada imprudencia consciente. Dentro de esa zona fronteriza se hace difícil determinar qué 
procesos psicológicos son incluibles en una u otra forma de imputación subjetiva; pero dado el diverso 
tratamiento jurídico de una y otra categoría, es necesario realizar la distinción con la mayor claridad” 
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padecería como propio. Mientras que la imprudencia no se nutra de un 
desinterés específico, sino de una falta de atención no dirigida, general, difusa, 
en sus consecuencias, está gravada con el peligro de una poena naturalis, y este 
riesgo de autodaño disminuye la importancia del autor imprudente frente al 
doloso”82  
 
Igualmente, ello coincide con Roxin, quien estima que la imputación de la 
imprudencia al infringir normas jurídicas y con más razón al desatender meras 
normas de tráfico, se ha reconocido que en ello existe solamente un indicio más o 
también uno menos de imprudencia, y que lo importante son las circunstancias del 
caso concreto83, empero, no con el propósito de cruzar la frontera de la culpa al 
dolo, sino, por supuesto, para albergar dentro de la impudencia las consecuencias 
del delictuoso proceder con relación a las acciones generadas en actividades de 
riesgo permitido que por infracción al deber objetivo de cuidado genera uno 
jurídicamente relevante que transforma el mundo fenomenológico.  
 
Asimismo, para Muñoz Conde84, “El delito doloso supone una agresión consciente 
contra el bien jurídico protegido, mientras que la imprudencia es sólo una falta de 
cuidado en la que a veces el sujeto ni siquiera se plantea el posible daño al bien 
jurídico; por eso la realización dolosa de un delito siempre se considera más grave 
que la realización imprudente del mismo delito. Sin embargo, las diferencias no son 
puramente psicológicas y requieren de una elaboración normativa que no siempre 
es fácil de hacer”85. 
                                                          
82 Günter Jakobs. Op. cit. p. 313. Ejemplo: si un conductor embriagado dirige su vehículo a toda velocidad hacia 
el policía que cierra el paso en mitad de la calzada, para abrirse camino, solo concurriría dolo de homicidio si el 
autor al menos piensa que quizá el policía se apartará demasiado tarde; si la vida de un policía no le parece 
algo digno de consideración, concurriría a lo sumo impudencia. La diferencia del marco penal, vinculada a la 
acabada de indicar, en los que no se puede justificar axiológicamente en el caso concreto, es decir, en el caso 
de ceguera ante los hechos por motivos que agravan, sino que sólo se puede justificar en general por el interés 
del legislador por la seguridad jurídica en el trazado del límite entre una forma de dirigir la acción que ha de 
valorarse como grave y otra como leve. 
83 CLAUS, Roxin, Imputación Objetiva en el Derecho Penal. Bogotá: Editorial Temis, 2012. 2ª. Ed. ISBN: 
9789972043925 
84 MUÑOZ CONDE, Francisco. Derecho Penal: Parte General. Op. cit 




Ahora, aunque para Mir Puig86, en lo atinente a la teoría de la “probabilidad o de la 
representación”, la cual, de acuerdo a la reseña histórica mencionada en 
precedencia, adoptó nuestro legislador en el artículo 22 de la Ley 599 de 2000 para 
describir el dolo eventual87, no la culpa consciente88, lo relevante para trascender 
de esta última a la primera es el grado de probabilidad advertido por el agente; sin 
embargo, surge evidente que la Corte descontextualizó tal planteamiento al 
desconocer que ello no necesariamente equivale a la sumatoria de factores 
relativos a la acreditación de la falta del deber objetivo de cuidado, entre otros, 
pasar el semáforo en luz roja y conducir en estado de embriaguez, que, en últimas, 
pudieron haberse tenido en cuenta en la individualización de la pena, si se trataba 
de imponer una sanción ejemplarizante, sino de un aspecto interior del actor que 
se circunscribe al análisis que realiza ex ante a la conducta sobre la probabilidad 
de concreción del resultado que, se insiste y recalca, en una conducta imprudente 
sería de difícil existencia una representación mental de tales características por la 
no aprobación o cálculo del mismo, dado que, recuérdese, desde el inicio de la 
acción confía en poder evitarlo.   
 
Luego, la existencia del dolo eventual se explicaría con más facilidad, no en el 
marco de conductas imprudentes, sino en eventos donde el resultado librado al 
azar está precedido de una fuente de riesgo considerada por el legislador como 
antijurídica, a guisa de ejemplo, cuando es instalado un artefacto explosivo en las 
afueras de una vivienda para atentar contra la vida de una persona, dejándose al 
azar la afectación de otros bienes jurídicos relacionados o ajenos con esta última, 
                                                          
86 MIR PUIG, Santiago. Op. cit. p. 264.  
87 Ley 599 de 2000. Op. Cit. Art. 22. Dolo. “La conducta es dolosa cuando el agente conoce los hechos 
constitutivos de la infracción penal y quiere su realización. También será dolosa la conducta cuando la 
realización de la infracción penal ha sido prevista como probable y su no producción se deja librada al azar” 
88CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA PENAL, sentencia radicado 27.235. (24 de octubre de 2007). [M.P. 
Sigifredo Espinosa Pérez]. “En nuestro sistema legislativo como se puede deducir de lo antes anotado, se 
define la culpa en la parte general del Estatuto Penal, introduciendo el concepto de la infracción al deber 
objetivo de cuidado, como determinante en el resultado previsible, criterio fundamental de imputación en los 
delitos imprudentes que ya venía considerando de tiempo atrás”.  
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cuya probabilidad de concretarse el autor prevé desde el inicio de la acción como 
elevada o segura, debiendo responder por esas otras derivaciones ilícitas a título 
de dolo eventual, empero, de no detonar aquel, se estructuraría el reato de 
terrorismo con independencia que se concrete o no el resultado dejado al albur, el 
cual fue aceptado por el agente.  
 
El maestro Reyes Echandía89, sobre el tema ilustra:  
 
“El dolo eventual en el caso de que la previsión de un resultado antijurídico, 
ligado solo eventualmente a otro inequívocamente querido, no detiene al agente 
en la realización de su propósito inicial. Un sujeto, con intención de dar muerte a 
su enemigo arroja un explosivo a su casa de habitación en la que sabe hay otras 
personas a quienes no desea eliminar, pero cuya muerte probable no lo detiene 
en su inicial propósito homicida; Como puede observarse del planteamiento 
precedente, la diferencia entre estas dos últimas especies de dolo radica en la 
naturaleza del ligamen que une el resultado principal (el directa e inicialmente 
querido) con el secundario, necesario en la hipótesis del dolo indirecto y 
simplemente eventual en el caso del dolo de su nombre”90. 
 
Roxin también nos enseña que determinar y cómo se ha de delimitar el dolo 
eventual frente a la imprudencia (consciente) no sólo posee una extraordinaria 
importancia práctica, sino que es considerada también ‘una de las cuestiones más 
difíciles y discutidas del Derecho Penal’, sin embargo, enfatiza que la diferencia 
material que el dolo es ‘realización del plan’, mientras que la imprudencia consiente 
es sólo ‘negligencia o ligereza’.  
 
“A través de un caso de la postguerra, el tratadista en referencia explica  que 
para diferenciar la punibilidad entre el dolo eventual y la imprudencia consciente, 
                                                          
89 REYES ECHANDÍA, Alfonso. Op. cit. 
90 Ibid. p. 218 
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se requiere que en el primero incluya en sus cálculos la realización de un tipo – 
fuente de riesgo- reconocido por él como posible, sin que la misma le disuada de 
su plan, se ha decidido conscientemente –aunque solo sea para el caso eventual 
y a menudo en contra de sus propias esperanzas de evitarlo- en contra del bien 
jurídico protegido por el correspondiente tipo. Luego, añade, que esta ‘decisión 
por la posible lesión de bienes jurídicos’ es la que diferencia el dolo eventual en 
su contenido de desvalor de la imprudencia consciente y la que justifica su más 
severa punición”91. 
 
De igual manera, resulta oportuno destacar un pronunciamiento de la Corte92, 
donde se analizó un caso relacionado con la incineración de un bus con sus 
ocupantes adentro simulando un atentado terrorista con el objetivo de cobrar un 
seguro93, en el cual el defensor del encausado alegaba culpa consciente, que 
aunque se trata de un evento diametralmente distinto al que se examina- accidente 
de tránsito-, coadyuva a este trabajo para a un propósito específico, esto es, 
acreditar cómo en comportamientos delictivos precedidos de una fuente de riesgo 
calificada por el legislador como ilícito, el dolo eventual resulta de fácil 
estructuración y demostración94.  
 
 “De acuerdo con la sentencia, el procesado delineó una conducta para incendiar 
el vehículo con la condición de que los operarios del atentado lo hicieran de tal 
                                                          
91 ROXIN, Claus. Op. Cit. p. 425  
92 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA PENAL. Sentencia Radicado SP 1526-2018,46263. (9 de mayo de 
2018), [M.P. Luis Antonio Hernández Barbosa].   
93 Ibid. El 12 de diciembre de 2007, al incendiar el bus en la vereda Suescún del municipio de Tibasosa, cuando 
cubría la ruta entre Bogotá y Sogamoso, varios pasajeros que no alcanzaron a salir del bus murieron incinerados 
y otros sufrieron graves quemaduras.  
94 Ibid. En la conducta dolosa el autor se figura o representa mentalmente el fin, luego selecciona los medios y 
después ejecuta el comportamiento. En la conducta culposa el agente inicia una acción extratípica (sin 
relevancia para el derecho penal) en cuyo desarrollo infringe el deber objetivo de cuidado que se concreta en 
el resultado lesivo y relevante. Desde este punto de vista la propuesta del impugnante, según la cual los 
homicidios y las lesiones personales consecuenciales al delito de incendio han debido imputársele al partícipe 
a título de culpa con representación es inaceptable, pues para hacerlo habría que admitir que el acusado no 
creó un riesgo concreto contra el bien jurídico de la seguridad pública con el primer acto (incendio) y como si 




modo que no quedaran dudas de un ataque terrorista, para lo cual debían 
identificarse como miembros de las FARC y ejecutar la acción cuando el bus 
estuviera en servicio, condición necesaria para obtener $364 millones 
provenientes de la afectación de la póliza gubernamental –según el literal b) la 
póliza no cubre actos similares si el bus no se encuentra en servicio—, y otros 
$270 millones adicionales del Fondo de Auxilio Mutuo de la Empresa a la cual 
estaba afiliado el automotor; Este recuento –entre paréntesis— se asemeja al 
caso Thomas, acaecido en 1875 y tratado en la literatura penal como 
paradigmático de un comportamiento doloso. En este, el autor hizo cargar un 
explosivo en un barco para cobrar el seguro previsto en caso de hundimiento. 
Aunque no tenía interés en causar la muerte de ninguna persona, sabía que sería 
inevitable porque había tripulación a bordo. Con base en este antecedente 
histórico, para la Sala la disyuntiva bien pudiera plantearse no entre dolo 
eventual y culpa con representación, sino entre dolo de consecuencias 
necesarias y dolo eventual, lo cual reafirma la dificultad de admitir el inaceptable 
planteamiento del demandante acerca de la imputación subjetiva a título de culpa 
con representación”95.  
 
Bajo estos derroteros, la pregunta que surge es: ¿conducir embriagado, pasarse la 
luz roja del semáforo, superar el límite de velocidad no constituyen fuentes de 
riesgo? Aunque la respuesta sea afirmativa, no puede perderse de vista que su 
concurrencia en un delito imprudente devela un incremento del riesgo frente a la 
actividad jurídicamente permitida por el legislador que, precisamente, éste cataloga 
como una circunstancia de intensificación punitiva, y no como un proceder delictivo 
autónomo e independiente que permita trascender al dolo eventual, luego, darle 
una interpretación distinta quizá conduciría a la usurpación de la reserva legal 
asignada constitucional y exclusivamente al legislador96, porque se estaría 
                                                          
95 Ibid. 
96 CONGRESO SE DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. Constitución Política. (20 de julio de 1991) Art 150. 
Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones:1. Interpretar, 
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penalizando dichas omisiones al deber objetivo de cuidado, que hasta ahora 
actualizan infracciones de Tránsito- Ley 769 de 2002-97.  
 
Súmase un aspecto importante que permitiría fortalecer la explicación del dolo 
eventual precedido de una fuente de riesgo catalogada como antijurídica, el cual  
surge del acápite del manejo dado en otros países al delito imprudente plasmado 
en párrafos anteriores, donde se evidencia que en las Naciones allí relacionadas 
se contempla dentro de sus legislaciones penales el conducir embriagado como 
delito -conducta temeraria-, lo que, de una parte, podría tornar el resultado lesivo 
secundario dentro de esas especiales circunstancias como librado al azar; y por la 
otra, coadyuva a supera con mayores argumentos dogmáticos cualquier 
disquisición que en ese sentido pueda darse, dada la evidente aceptación del 
agente desde el inicio de la acción de esa secundaria consecuencia.    
 
2.1. OTROS PLANTEAMIENTOS PARA DISENTIR DE LA POSTURA DE LA 
CORTE. 
 
2.1.1. El dolo eventual y la culpa consciente como resultado del mayor o 
menor grado de peligrosidad objetiva de la conducta.  
 
A la luz de la decisión en estudio, quedó prácticamente equiparada la inflexión 
verbal “confiar” al verbo transitivo “dejar librado al azar” pues, según se extrae de 
allí, ambos harían parte de la culpa y, por consiguiente, el dolo eventual sería una 
modalidad de esta última –no habría línea fronteriza entre ellas, solo grados de 
intensidad-, en tanto que la diferencia entre una y otra radicaría exclusivamente en 
                                                          
reformar y derogar las leyes.2. Expedir códigos en todos los ramos de la legislación y reformar sus 
disposiciones. 
97 CONGRESO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. Ley 769 de 2002. “Por la cual se expide el Código Nacional 
de Tránsito Terrestre y se dictan otras disposiciones” art. 151. Suspensión de licencia. “Quien cause lesiones 
u homicidios en accidente de tránsito y se demuestre que actuó bajo cualquiera de los estados de embriaguez 
de que trata este código, o que injustificadamente abandone el lugar de los hechos, a más de las sanciones 
previstas en el Código Penal, se hará acreedor a la suspensión de su licencia por el término de cinco (5) años” 
49 
 
la sumatoria de factores de peligro que intensifiquen la probabilidad del resultado 
lesivo. 
 
Sin embargo, recuérdese, la culpa consiente y el dolo eventual pertenecen a dos 
modalidades de responsabilidad disimiles desde su concepción jurídica98, pues, 
mientras la primera desde el inicio hasta el final del iter criminis el sujeto carece de 
voluntariedad para el desencadenamiento del resultado típico, en tanto 
precisamente “confía en poder evitarlo”, de hecho, no necesariamente debe 
esperarse que el agente la exteriorice actos positivos puntuales en ese sentido, 
luego también el resultado sería producto de acciones omisivas –característica 
propia de una arista de la culpa-; la segunda, como faz del dolo, consiste en un acto 
                                                          
98 VELÁSQUEZ VELÁSQUEZ, Fernando. WOLFFHÜGEL GUTIÉRREZ, Cristhian. La diferencia entre el dolo 
eventual y la culpa consciente en la reciente jurisprudencia. Cuaderno de Derecho Penal.No.6,2012. Disponible 
en: https://bit.ly/2VjREUt. “La culpa consciente. El dolo eventual no puede ser confundido con la culpa con 
representación o con previsión que se presenta cuando el agente, que ha supuesto como posible la producción 
del resultado lesivo para el bien jurídico porque estaba en posibilidad de hacerlo, confía en poder evitarlo, pese 
a que advierte la amenaza objetiva de su conducta; o, como dice el art. 23: La conducta es culposa cuando el 
resultado típico es producto de la infracción al deber objetivo de cuidado y el agente […] habiéndolo previsto, 
confió en poder evitarlo; Así, por ejemplo, el que conduce un vehículo posee frenos muy potentes y en su gran 
pericia con el volante, ocasiona un accidente en el que pierden la vida varias personas, actúa con esta clase de 
imprudencia; distinta, desde luego, es la situación cuando el agente acepta la posibilidad de producción del 
resultado lesivo para el bien jurídico, cuya realización conoce de manera efectiva y deja su producción librada 
al azar, en cuyo caso se trataría de dolo eventual; Esto último, obliga a establecer las diferencias entre dichas 
figuras que sólo se pueden efectuar cuando se parte del elemento volitivo. En primer lugar, en el dolo eventual 
el autor mira con indiferencia el resultado (lo deja librado al azar) y, aunque realmente no lo quiere, está 
dispuesto a afrontarlo y a ratificarlo si se llega a producir; en la culpa o imprudencia con representación, en 
cambio, le preocupa que el resultado pueda producirse y su actitud no es de franca indiferencia, sino de una 
imprudente confianza en que podrá evitarlo. Así mismo, en segundo lugar, en el dolo eventual el sujeto activo 
se representa el resultado lesivo para el bien jurídico como posible o probable y lo acepta; mientras que, en la 
culpa o imprudencia con representación, también lo concibe como posible, pero no lo acepta, pues confía en 
poder evitarlo. Finalmente, en tercer lugar, en el dolo eventual el autor no renuncia a la ejecución de la conducta 
de la que probablemente, o casi con certeza, puede seguirse un resultado; no hace nada para evitarlo, pues se 
dice a sí mismo: sea así o de esta manera, suceda esto o lo otro, en todo caso yo actuó; deja, pues, que obre 
al azar; En la culpa o imprudencia con representación, por el contrario, confía despreocupadamente en que el 
resultado no se producirá, y se hace todo lo posible para evitarlo; para nada, pues, opera el azar; El distingo se 
desprende de los arts. 22 y 23 del C.P.: hay culpa o imprudencia con representación cuando el autor, habiéndolo 
previsto (el resultado) confió en poder evitarlo”; y hay dolo eventual cuando acepta la realización de la conducta 
tipificada: […] ha sido prevista como probable y su no producción se deja librada al azar Esta diferencia no es 
aceptada por algunas concepciones normativistas que, con el vuelco dado a la noción de dolo, abogan por otros 
criterios y miran el asunto no a partir del dolo eventual sino de la culpa consciente. Un ejemplo clásico de cátedra 
que se expone en un trabajo previo del autor sobre esta materia, explica lo anterior: la meretriz afectada de una 
enfermedad venérea, que se representa como posible el contagio del hombre con el que yace, obra con dolo 
eventual si deja el resultado librado al azar y este se produce; en cambio, si al conocer su padecimiento se auto 




voluntario y, por qué no decirlo, encaminado a la afectación de bienes jurídicos de 
terceros, distinto es que ello suceda o no.  
 
Luego, si de sumatorias de factores objetivos de mayor peligrosidad se trata para la 
configuración del dolo eventual, que, dicho sea de paso, no se advierte en la 
sentencia analizada, porque desde el punto de vista cuantitativo y cualitativo los 
factores allí concurrentes no serían suficientes e idóneos para su actualización, en 
la culpa con representación igualmente se generan o crean riesgos que son 
susceptibles de acopiarse para su apreciación de cara a la constatación de la falta 
al deber objetivo de cuidado, a guisa de ejemplo, conducir embriagado, exceder los 
límites de velocidad, omitir una luz roja, todos los cuales serían cruciales para la 
acreditación de la elevación del riesgo jurídicamente permitido que se constataría 
en el resultado típico obtenido, y no necesariamente para la estructuración de una 
conducta de naturaleza dolosa, a menos, eso sí, que se demuestre que tales 
circunstancias fueron deliberamente creadas –preordenadas- por el agente para la 
afectación de bienes jurídicos protegidos por el legislador, lo cual, en últimas, no 
aconteció en el sub iudice –sentencia 32.964-.   
 
Ahora, sería discutible que la Corte se ocupó de darle a cada factor de peligro 
concurrente en el caso concreto, evóquese, omitir un peligro ex ante, conducir 
embriagado, el exceso de velocidad, no respetar la luz roja del semáforo, un valor 
suasorio para elucidar los reproches esgrimidos por el censor y reafirmar la 
desfiguración –recuérdese que en primera instancia fue a título de culpa- de la 
responsabilidad de su representado a título de dolo; sin embargo, lo que realmente 
resulta preocupante desde el punto de vista de un derecho penal arraigado en 
principios constitucionales y legales como la dignidad humana99, legalidad100 y 
                                                          
99 Ley 599 de 2000. Op. Cit. Art. 1. “Dignidad Humana. El derecho penal tendrá como fundamento el respeto 
a la dignidad humana” 
100 Ibid. Art. 6. “Legalidad. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le 
imputa, ante el juez o tribunal competente y con la observancia de la plenitud de las formas propias de cada 
juicio. La preexistencia de la norma también se aplica para el reenvío en materia de tipos penales en blanco. 
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tipicidad101, es ¿por qué esas mismas circunstancias no aplicarían para la 
configuración de la culpa? Siendo que el dolo eventual no puede ser entendido 
como una simple suma de imprudencias o de infracciones al deber objetivo de 
cuidado o producto del análisis aislado sobre el peligro que se cataloga como 
gravísimo o de producción inminente102. 
 
Esto, por cuanto, como se acotará en la decisión de la Corte materia de análisis: 
 
“El elemento subjetivo del delito sólo puede definirse a partir de las 
particularidades del caso específico, es decir, de un razonamiento inductivo que 
comprenda el análisis de los distintos factores que convergieron a la producción 
del resultado, pues sólo a partir de su conocimiento y estudio puede determinarse 
si el sujeto actuó con consciencia y voluntad”103. 
 
 Luego, esto último, antes que corroborar el dolo, fortalecería la connotación culposa 
de su comportamiento, dada la ausencia de voluntad para la causación del resultado 
jurídicamente disvalioso, como se dijo y se repite, al “confiar” en poder evitarlo, 
máxime “Si existe confianza en la evitación, y esta es racional, se reafirma la culpa 
con representación y se excluye el dolo eventual”104.  
 
Bajo esta perspectiva, podría pensarse que esa confianza del agente se traduciría 
precisamente en la probabilidad de lo antijurídico del resultado, lo cual constituiría 
el aspecto volitivo de la conducta, en tanto el seguir adelante con su accionar 
revelaría dicho elemento; no obstante, ello corresponde a circunstancias abstractas, 
                                                          
La ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior se aplicará, sin excepción, de preferencia a la restrictiva 
o desfavorable. Ello también rige para los condenados. La analogía sólo se aplicará en materias permisivas” 
101 Ibid. Art. 10. Tipicidad. “La ley penal definirá de manera inequívoca, expresa y clara las características 
básicas estructurales del tipo penal. En los tipos de omisión también el deber tendrá que estar consagrado y 
delimitado claramente en la Constitución Política o en la ley” 
102 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA PENAL, Sentencia SP 17436-2015 (16 de diciembre de 2015). 
[M.P. Eugenio Fernández Carlier]  




no concretas, que llevarían a que “la imputación objetiva sólo podrá hacerse a título 
de culpa”105.  
 
Así, incontrastable resulta, la dificultad que entrañó en la sentencia bajo examen 
superar la línea fronteriza entre la culpa consciente106 y el dolo eventual, ambas  
categorías de responsabilidad disimiles, empero, ello ocurrió, en nuestro sentir, 
precisamente por la inaplicabilidad de la última en delitos imprudentes –accidentes 
de tránsito-, incluso, recuérdese, algunos tratadistas107 al abordar el tema de la 
segunda de las mencionadas formas de responsabilidad así como al ejemplificarla, 
generalmente acuden a casuística donde su existencia debe estar antecedida de 
una inicial fuente de peligro antijurídica.  
 
La Corte en sentencia SP Sentencia SP- 174362015 (45008) del 16 de diciembre 
de 2015, con ponencia del Magistrado Eugenio Fernández Carlier, sobre las 
exigencias para actualizar el dolo eventual, expuso:  
 
“En otras palabras, no basta tan solo con haber previsto la producción del resultado 
para descartar imprudencia e imputar dolo. Debía también establecerse que el 
conocimiento del agente sobre la situación riesgosa le permitía suponer que las 
condiciones que podrían conducir a la realización de dicho resultado no estaban 
bajo su control; O, en el caso de haber contado con tal suposición de controlar los 
factores de riesgo, que ello obedeció a un error o estado irracional, en lugar de uno 
racional, como por ejemplo cualquiera relacionado con la eficacia de las medidas 
que de hecho empleó para neutralizar el peligro; Los funcionarios judiciales en 
ningún momento abordaron esta clase de consideraciones, indispensables para la 
                                                          
105 Ibid. 
106 VELÁSQUEZ VELÁSQUEZ, Fernando. WOLFFHÜGEL GUTIÉRREZ, Cristhian. Op. cit. “La existencia del 
dolo eventual, en hechos asociados al tránsito de vehículos, jamás puede determinarse por el tamaño de la 
imprudencia ni por la magnificación del resultado y es deber del Juez, en esa medida, resistirse a la tentación 
de emplear la figura –con transgresión del principio de legalidad- para franquear los límites de la tipicidad 
culposa y castigar con dureza en casos especialmente graves, como el del proceso”.   
107 Entre ellos Reyes Echandia, Roxin y Jakobs  
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estructuración del elemento cognitivo en el dolo eventual” 
    
Ante ello cabe preguntar: ¿El mayor grado de peligrosidad objetiva de la conducta 
estructura dolo eventual, y el menor grado de la misma culpa consciente?  En ese 
sentido la Corte ofrece la siguiente respuesta:  
   
“En todos los eventos es necesario que concurran los dos elementos del dolo, el 
cognitivo y el volitivo, pero en relación con este último sus contenidos fluctúan, 
bien porque varía su sentido por su intensidad se va desdibujando, hasta 
encontrarse con las fronteras mismas de la culpa consciente o con 
representación, que se presenta cuando el sujeto ha previsto la realización del 
tipo objetivo como probable (aspecto cognitivo), pero confía en poder evitarlo; 
[…] Se considera, con razón, que no es lo mismo ocasionar la muerte de una 
persona porque sobrepasa levemente los límites de velocidad permitidos, a 
causarla porque se doblan los topes que los reglamentos de tránsito establecen; 
o causar igual resultado porque el sujeto se distrae respondiendo el celular, a 
ocasionarlo porque sobrepasa un semáforo en rojo, o porque invade en curva el 
carril contrario”108. 
 
Recapitulando, la estructuración de la culpa con representación y el dolo eventual 
surgen a partir de distintos contextos dogmáticos. La primera, básicamente, consiste 
en el desconocimiento al deber objetivo de cuidado109 en cualquiera de sus 
modalidades, esto es, la impericia, imprudencia, negligencia y la falta a los 
reglamentos, lo cual significa que es un tipo penal abierto desde lo comportamental, 
en tanto se necesita establecer, a partir del desarrollo de la actividad peligrosa 
permitida por el legislador, cuál o cuáles de las referidas fuentes –luego de 
establecida la relación de causalidad- dieron lugar a la constatación del resultado. 
                                                          
108 Sentencia 32694 de 2010.Op. Cit. 
109 GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos; URBANO MARTÍNEZ, José Joaquín. Lecciones de Derecho Penal Parte 
Especial. Bogotá: Editorial Universidad Externado de Colombia, 2011.ISBN: 9789587720952 
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Es decir, que la actualización de un comportamiento delictivo de tal naturaleza 
requiere ingredientes extra normativos, por ejemplo, la omisión a la lex artis, la 
violación a las normas de tránsito vehicular, etc., no considerados por sí solas como 
atentatorias de la Ley Penal; y la segunda –dolo directo, indirecto y eventual-, 
definida como la asociación de lo cognitivo y volitivo de la conducta, precisamente 
por su esencia dolosa, que se sitúa en la esfera interna del agente, generalmente 
precedida de una fuente de riesgo que por sí sola tiene la capacidad de lesionar o 
atentar contra bienes jurídicos. 
  
En definitiva, el mayor o menor grado de peligrosidad orientada a la afectación al bien 
jurídico, fundada en la sumatoria de factores relativos a la falta al deber objetivo de 
cuidado, o los conocimientos especiales o capacidades individuales en el sujeto 
activo de la conducta, no pueden deducir, por esas exclusivas circunstancias, una 
responsabilidad a título de dolo eventual, pues, sin lugar a duda, se correría un grave 
riesgo de atribuir responsabilidad objetiva proscrita de nuestro Catálogo Sustantivo 
Represor110.  
 
De igual forma, no resulta admisible que en el afán de emitir una decisión 
“ejemplarizante” se olvide la aplicación de la ciencia del derecho penal situada en su 
dogmática construida sobre bases que, entre otros, permiten distinguir adecuadamente 
las diferentes formas de culpabilidad tradicionalmente reconocidas, las cuales la Corte 
está llamada a aplicar, por su propia función constitucional111, dado que las mismas 
sirven de faro para otros jueces en la resolución de los casos de similares 
circunstancias fácticas sometidos a su cognición.  
 
  
                                                          
110 Ley 599 de 2000. Op. Cit. Art. 9. Conducta Punible. “Para que la conducta sea punible se requiere que sea 
típica, antijurídica y culpable. La causalidad por sí sola no basta para la imputación jurídica del resultado” 
111Constitución Política de 1991. Op. cit. art. 235.  “Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 1. Actuar 




2.1.2. Dolo eventual como respuesta a la presión mediática  
 
Respecto a este punto, mal pudiera efectuarse una afirmación sobre que la presión 
mediática, como factor externo, incidió en la decisión de la Corte para sancionar a 
título de dolo eventual al inculpado por los cargos atribuidos en la acusación, si no 
fuera porque se cuenta con un referente objetivo válido que permite realizar una 
aseveración de tal contenido y alcance, se hace referencia al salvamento de voto 
del Magistrado disidente Sigifredo Espinosa Pérez, quien con relación a esta 
temática indicó:  
 
“Y claro, cuando los hechos asoman graves y como especie de rumor 
magnificado por los medios, la comunidad clama por resultados, la tentación 
justiciera parece inevitable; Empero, esos cantos de sirena no pueden desviar el 
camino, cuando indiscutible asoma que precisamente tan alta responsabilidad 
demanda de reposo, serenidad y mesura, no sea que los árboles no dejen ver el 
bosque, esto es, que la solución del caso concreto afecte la que viene siendo 
sólida y adecuada doctrina; Cualquiera entiende que en el asunto examinado y 
otros similares de los cuales hacen eco hoy por hoy los medios de comunicación, 
un natural deseo de venganza se despierta en quienes presencian la tragedia de 
las víctimas y sus familiares; Es el tema de moda, no cabe duda, como no hace 
mucho lo fue, gracias al impacto de los mass media, la violencia intrafamiliar –
fruto de una dama de sociedad golpeada por su esposo-, o el secuestro y 
homicidio de infantes –otro doloroso caso ocurrido en las goteras de la capital”112 
 
Esa situación advertida por dicho colegiado en el seno de la misma Corporación 
resulta preocupante, dado que ningún factor externo, por importante que sea, puede 
direccionar decisiones judiciales113 a la conveniencia social que, como en el sub lite, 
                                                          
112 Sentencia 32694 de 2010.Op. Cit. 
113 Constitución Política de 1991. Op. cit. art. 228. “La Administración de Justicia es función pública. Sus 
decisiones son independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que 
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producen cambios abruptos en la teoría de la tipicidad históricamente ya 
consolidada. Todo ello, a la larga genera inseguridad jurídica por la carencia de 
“vocación de permanencia” de la jurisprudencia patria.  
 
El Exmagistrado Yesid Ramírez Bastidas, en su obra “El Control de Garantías en el 
Proceso Penal”, evocando al maestro Carlos Gaviria Díaz114, sobre esta temática 
refirió:  
 
“Los medios de comunicación son imprescindibles en su tarea critica de 
denuncia, pero no pueden sustituir a los jueces en su función. Y es evidente que 
a menudo lo hacen, sin disponer de los elementos de juicio que disponen los 
operadores de justicia, esta distorsión puede convertirse en un ingrediente de 
presión altamente dañino pues el temor a ser satanizado puede hacer perder a 
los jueces y fiscales la ecuanimidad e independencia con que deben actuar […] 
Es necesario distinguir cuando el columnista da información precisa y apoya su 
opinión en esta, y cuando expone su opinión de una manera astuta, haciéndole 
creer a las audiencias que ésta corresponde a una información objetiva. En este 
caso hay distorsión de la verdad”115. 
 
A propósito, para Ferrajoli116, el modelo garantista del proceso penal es el fruto de 
la tradición jurídica ilustrada y liberal, donde su propósito es obtener el máximo 
grado de racionabilidad y de fiabilidad del juicio y, por consiguiente, limitar la 
potestad punitiva del Estado – sanción proporcional, justa y necesaria- y la 
protección de la persona contra la arbitrariedad y discriminación a través de la 
aplicación de garantías de índole sustantivas y adjetivas, entre ellas, el 
                                                          
establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con 
diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo” 
114 RAMÍREZ BASTIDAS, Yesid, El Control de Garantías en el proceso penal, Bogotá: Editorial Leyer. 2015, 
2ª, Ed. ISBN: 9789587693317 
115 Ibid. 




convencionalismo penal y el principio de estricta legalidad, este último exige dos 
condiciones de carácter formal y empírico o fáctico. 
 
En el garantismo y la utopía liberal, el juez no es una máquina automática pues su 
función no es meramente recognoscitiva, esto es, de derecho, sino que, por el 
contrario, goza de un margen importante de discrecionalidad positiva cognitiva que 
se resumen en cuatro poderes a saber: (i) de denotación, de interpretación o de 
verificación jurídica, (ii) comprobación probatoria o de verificación fáctica, (iii) de 
connotación o de compresión equitativa y (iv) de disposición o de valoración ético 
política.  
 
Así, el problema de la verdad procesal está compuesta por una fáctica y otra 
probatoria, que solo reflejara una aproximación a lo realmente ocurrido, pero no 
ofrece la posibilidad de conocer la verdad ontológica de lo acontecido, pues no 
atiende a procedimientos científicos, exactos, sino empíricos, susceptibles de 
equivocarse o contradecirse. La proliferación de normas y procedimientos 
igualmente puede llegar a entorpecer la búsqueda de esta verdad, cuando la 
tendencia en otras áreas del conocimiento es simplificar los procedimientos. Los 
modelos de justificación del derecho, conciben la verdad como correspondencia 
entre la motivación de las normas aplicadas y los hechos juzgados, lo que la 
convierte en un sistema mucho más rígido hacia ese propósito117. 
 
2.1.3. El dolo eventual como instrumento para una sanción ejemplarizante  
 
Dogmáticamente, el derecho penal, contrario a lo que se esperaría, en vez de 
avanzar hacia la adopción de principios humanísticos y garantistas con el paso de 
los años, ha sufrido un franco retroceso, el cual, no se debe a la evolución de nuevas 
filosofías dentro de la dinámica propia del conocimiento, sino, tristemente, a la par 
                                                          
117 Ibid. p. 7-87 
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con la política criminal, se debe al especial morbo con que los medios de 
comunicación hinchan su cobertura mediática a través de ciertos delitos.  
 
Varios medios de comunicación televisivos, han adoptado una posición realmente 
difamatoria del rol que tiene el funcionario judicial en lo  penal que atado al imperio 
de la ley, adopta decisiones ajustadas a los  acotados derroteros loables cuyo 
desarrollo tuvo como marco los logros propios de la evolución histórica, filosófica y 
política del derecho criminal, siendo blanco de particular virulencia al ser tildados de 
benevolentes con el delincuente, quien merece menos que ser colgado y martirizado 
a la vieja usanza descrita tan detalladamente por Becaria en su obra magna “De los 
delitos y las penas”118, tratando de enfocar a su auditorio que tan reprochable 
actuación es consecuencia de una indolencia indiferente a lo que se cataloga como 
atroz o incalificable.  
 
Ello ha conllevado en la adopción de una política criminal que ha servido de punto 
de inflexión a modificaciones claramente influidas por las corrientes reformistas 
patrocinadas desde diferentes organismos internacionales que han conllevado a la 
eliminación de odiosas figuras punitivas, tales como la pena de muerte o aquellas 
perpetuas e imprescriptibles, para dar paso nuevamente a sanciones con ánimo 
vindicativo muy alejadas de sus funciones de prevención especial y general. Así se 
ha venido cuestionando el abanico de garantías exigidas por el Bloque de 
Constitucionalidad. 
 
Y es que precisamente se busca desbordar la teleología propia de las circunstancias 
de agravaciones generales y específicas, canjeándolas por la ampliación de tipos 
penales mucho más restrictivos, que en últimas hace ineficaces a las primeras, esto 
es, una clara intención de rebosar desproporcionadamente la punibilidad al 
                                                          




considerarse que la aplicación de incremento punitivo propio de tales agravantes 
resultan insuficientes para “dar un ejemplo”.  
 
En últimas, el exceso en la respuesta punitiva no tiene efectos prácticos, en tanto, 
todo lo contrario, no genera una disminución en las cifras, pues, en últimas, al 
momento de cometerse una conducta punible, el elemento persuasivo no se 
determina a partir de la imposición de una sanción independientemente si es alta o 
baja, sino precisamente no ser descubierto y lograr su impunidad.  
 
La percepción es que, exista como única política criminal el incremento 
desproporcionado de las penas en delitos considerados graves, las cifras de su 
comisión no se han reducido, todo lo contrario, escandalosamente crecen, y como 
respuesta a ello, ahora se pretende soslayar principios constitucionales trayéndose 
propuestas odiosas, por supuesto, sin ningún estudio de impacto tendientes a 
calmar la sed vindicativa de la mayoría de la “opinión pública”, tales como la 
existencia de penas imprescriptibles, pena de muerte y, por qué no, reformas que 
buscan subvertir principios tales como el in dubio pro reo, o la presunción de 
inocencia.  
 
Ello, en últimas, ha logrado que el sistema punitivo haya decaído en varias 
incongruencias debido al afán mediático de realizar reformas al sistema jurídico 
penal sin tener en cuenta sus principios generales, teniendo como consecuencia 
directa la declaratoria del estado inconstitucional de cosas por parte de la Corte 
Constitucional debido a la violación sistemática de los derechos fundamentales de 
la población  reclusa, derivada, claro está, de las escandalosas cifras de 
hacinamiento carcelario, pues tristemente se utiliza indiscriminadamente la pena de 
prisión como la principal sanción a ciertas conductas punibles sin que, 





Incluso, véase que el legislador, en su afán de incrementar las penas de prisión para 
reaccionar ante ciertas conductas además de aumentar los límites generales de la 
pena privativa de la libertad –sesenta (60) años en casos de concursos delictuales– 
ha fijado penas en la parte especial del código que superan tal umbral, v gr. Tráfico 
De Menores Agravado. 
 
Sin dejar de lado, por supuesto, el aumento en las restricciones a los beneficios 
judiciales o administrativos del condenado, sin que, se itera, el legislador a la par 
haya adoptado políticas que adecuen las condiciones del sistema penitenciario a 
las necesidades del tratamiento resocializador. 
 
Se evidencia, que, en este caso, se parte de una base equivocada al considerar que 
exigir el cumplimiento total de la condena garantiza una mayor seguridad a la 
ciudadanía, cuando en realidad tales reformas al derecho sancionatorio no 
encuentran razones explícitas que las justifiquen. 
 
Resulta claro que dicha política de incremento punitivo, así sea por vía de aplicar el 
dolo eventual en eventos del delito imprudente, no tiene en cuenta su impacto en el 
sistema penitenciario que no logra superar su crisis de hacinamiento y estado 
inconstitucional de cosas que padece hace lustros.  
 
De allí que equivocada resulta la concepción de “seguridad ciudadana” basada en 
políticas vindicativas desproporcionadas a través del sistema penal, que, en últimas, 
ha causado una crisis penitenciaria debido a la incapacidad estatal de contener la 
criminalidad, en tanto solo ha demostrado su capacidad de incrementar penas y 






De lo anteriormente expuesto, se puede concluir:  
 
El dolo eventual y la culpa consciente como formas de culpabilidad, presentan 
diferencias estructurales que las hacen excluyentes entre sí, por la evidente línea 
fronteriza que las divide especialmente ubicada en el elemento volitivo de no menor 
importancia que el cognitivo.   
 
La frontera dogmática entre la culpa con representación y el dolo eventual no puede 
atravesarse atendiendo exclusivamente el mayor o menor grado de peligrosidad de 
afectación al bien jurídico protegido por el legislador, es indispensable, para la 
estructuración del segundo, que el sujeto conozca, quiera y acepte el resultado, 
estos dos últimos aspectos que se encuentran ausentes en la primera. En la culpa 
con representación el actor conoce el resultado, pero no la acepta al confiar 
indebidamente en poder evitarlo; mientras que en el dolo eventual conoce el 
resultado y lo acepta al dejar su ocurrencia librada al azar.  
 
La culpa consciente se estructura en la omisión al deber objetivo de cuidado en las 
actividades peligrosas permitidas por el legislador; en tanto que el dolo eventual 
tiene fácil actualización en precedencia de una fuente de riesgo catalogada como 
antijurídica –efectos secundarios-.   
 
Las decisiones de la Corte no pueden estar influenciadas por factores externos –
presión mediática- que quebrante la función constitucional asignada a ella, con lo 
cual, dicho sea de paso, termina desconociendo, como en el caso concreto, que la 
estructura típica de los hechos dolosos y culposos son sustancialmente distintos 




No atiende a la política criminal de un estado social y democrático de derecho, que 
en el afán de aplicar una sanción “ejemplarizante”, se reemplace la tradicional 
dogmática jurídica orientada a distinguir las distintitas formas de culpabilidad –dolo 






La primera de las recomendaciones para resolver el problema jurídico analizado en 
esta investigación, no surge del facilismo, sino que, por el contrario, se encuentra 
justificada y sintonizada con el entorno argumentativo allí planteado, se hace 
referencia a la penalización119 de la conducta de conducir embriagado. 
 
Es cierto que el avance del derecho penal liberal se orienta a reducir la intervención 
en temas que pueden ser dirimidos en otros escenarios menos invasivos para la 
libertad personal –intervención mínima o última ratio-; sin embargo, esta propuesta 
no direcciona la penalización hacía ese objetivo, pues la sanción podría ser de multa 
o de servicio comunitario por determinado término, lo cual también puede cumplir la 
función preventiva de la pena, sino, en el  marco de una política criminal, ofrecer 
una herramienta que permita contrarrestar el homicidio culposo cometido bajo esas 
especiales circunstancias a la luz del dolo eventual.  
 
                                                          
119 MASSIMO, Pavarini, Control y dominación. Teorías criminológicas burguesas y proyecto hegemónico, 
Barcelona: España Editores, S.A. 2003. 8ª. Ed. ISBN: 9682312140. Junto a los dos procesos dinámicos antes 
indicados, debe recordarse un movimiento distinto, pero también fundamental: se trata del que se puede definir 
como de “entrada-salida” de nuevas situaciones problemáticas en o del circuito de la cárcel. Son de más fácil 
lectura y tendencialmente más estudiadas por la doctrina las “salidas” del circuito de la cárcel. Ellas tienen lugar 
a través de mecanismos de “diversión” procesal o bien de verdaderos momentos de “descarcelación” y también 
en la ampliación de penas substitutivas; pero asimismo se producen en los casos en que algunas tipologías de 
delito –como, también, tipologías de autor- resultan actualmente “liberadas” o, mejor dicho, “descargadas” del 
contenedor carcelario, aunque no me interesa examinar aquí las razones por las cuales ello ocurre. Al mismo 
tiempo de las salidas legales deben contemplarse atentamente las “salidas de hecho”, que pueden ser 
analizadas cuando se estudian los diversos papeles que hoy juegan los “nuevos” procesos de inmunización. 
Pero este “lavamanos que pierde” ha de ser continuamente abastecido por un grifo capaz; esta imagen pretende 
dar el sentido de que la población reclusa no tiende cuantitativamente a disminuir sino, por el contrario, en todos 
lados tiende a aumentar. Con lo dicho no pretendo aquí manifestar que la población penitenciaria sufra un 
“relevante” cambio “cualitativo”; esto es posible, pero no necesario, y de todas maneras debería ser verificado 
empíricamente.  
Ese último proceso dinámico resalta una cuestión de fundamental importancia, hoy entre las más debatidas, 
cual es: la de saber si los sistemas sancionatorios que no incluyen la cárcel, utilizados para “tomar a su cargo” 
los sujetos “liberados” de la experiencia de privación de la libertad, terminan substituyendo –aunque sea 
parcialmente- a la cárcel o se le emparejan. La cuestión es la de saber correctamente cuales son los términos 
de menor o mayor extensión de la disciplina carcelaria; dicho diversamente: si las alternativas sancionatorias 
son alternativas reales a la privación de la libertad, o bien se han convertido en alternativas al estado de libertad. 
También esta cuestión, aunque importante y central, no es de mi interés analizar en esta ocasión porque es 
irrelevante para la lógica del discurso que aquí quiero profundizar.  
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Recuérdese, países como España y Chile tienen contempladas dentro de sus 
respectivas legislaciones punitivas, penalizada la conducción de vehículos 
automotores bajo el influjo de bebidas embriagantes o sustancias ilícitas- 
denominada como conductas temerarias-, lo cual les ha permitido un manejo 
dogmático más acertado del dolo eventual en resultados lesivos o fatales en 
accidentes de tránsito bajo tales condiciones. Luego, esa precisamente es la razón 
principal que motiva la propuesta en comento, porque de continuar aplicándose el 
dolo eventual en casos como en el que se examina –culpa consciente-, el principio 
de tipicidad, entre otros, correría grave riesgo.  
 
Y, la otra recomendación, como es obvio, se circunscribe a que la jurisprudencia 
patria retome el sendero de la culpa consciente en el resultado imprudente, dándole 
la misma importancia a los elementos cognitivo y volitivo, descartando el dolo 
eventual en tales eventos, considerando los factores de mayor y menor peligrosidad 
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